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1) 


TEXTO DE LA CITACION 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión 
ordinaria, el próximo martes 14, a la hora 16, a fin de infor- 
marse de los asuntos entrados y considerar el siguiente 


ORDEN DEL DIA 


1% Continúa la discusión general y particular del pro- 
yecto de ley por el que se establece que la admisión 
de capitales privados en la prestación del servicio 
de telefonía celular terrestre de la Administración Na- 
cional de Telecomunicaciones, requerirá de una ley. 


(Carp. N*” 456/01 - Rep. N* 284/01) 


Discusión general y particular de los siguientes pro- 
yectos de ley: 


2%) por el que se designa “Enrique Beltrame”, la Escue- 
la N* 92 de la ciudad de Tranqueras, departamento 
de Rivera. 


(Carp. N” 483/01 - Rep. N* 273/01) 
3%) por el que se designa “Maestro Virgilio Eduardo 
Scarabelli Alberti”, el Liceo N* 49, departamento de 


Montevideo. 


(Carp. N*” 484/01 - Rep. N* 274/01) 
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4% por el que se designa “República del Perú”, la Es- 
cuela N* 142 de Tiempo Completo, departamento 
de Montevideo. 


(Carp. N* 485/01 - Rep. N* 275/01) 


5”) por el que se designa “Brigadier General Fructuoso 
Rivera”, la Escuela N* 64, Rural de Villa Militar, de- 
partamento de Maldonado. 


(Carp. N” 486/01 - Rep. N* 276/01) 


6”) por el que se designa “Martin Luther King”, la Es- 
cuela N* 178, departamento de Montevideo. 


(Carp. N* 495/01 - Rep. N* 277/01) 


7%) por el que se modifica el régimen jubilatorio y pen- 
sionario de la Caja Notarial de Jubilaciones y Pen- 
siones. 


(Carp. N* 478/01 - Rep. N” 262/01 y Anexo l) 


8” por el que se establece el ordenamiento, la promo- 
ción y el desarrollo de la actividad productiva arte- 
sanal en condiciones de profesionalismo y consoli- 
dación de fuentes ocupacionales en el sector. 


(Carp. N” 301/01 - Rep. N* 283/01) 


9) Informe de la Comisión de Asuntos Administrati- 
vos relacionado con la reiteración del Mensaje del 
Poder Ejecutivo, solicitando venia para designar en 
el Instituto Nacional del Menor al señor Martín Mar- 
zano Luissi en calidad de Presidente y al doctor 
Diver Ramón Fernández Ferreira y doctora Stella 
Luz López Beltrán en calidad de Miembros. 


(Carp. N* 369/01 - Rep. N* 176/01 y Anexo l) 


Hugo Rodríguez Filippini Mario Farachio 
Secretario Secretario.» 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Arismendi, Astori, At- 
chugarry, Brause, Correa Freitas, Couriel, Chápper, Dalmás, 
de Boismenu, Fau, Fernández Huidobro, Gallinal, Gargano, He- 
ber, Korzeniak, Larrañaga, Michelini, Millor, Mujica, Nin No- 
voa, Núñez, Pereyra, Pou, Rodríguez, Rubio, Sanabria, Sin- 
ger, Virgili y Xavier. 


FALTAN: con licencia, los señores Senadores Cid, Garat y 
García Costa. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, está abierta la se- 
sión. 


(Es hora 16 y 5 minutos) 
-Dése cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


«La Presidencia de la Asamblea General destina va- 
rios Mensajes del Poder Ejecutivo a los que acompañan 
los siguientes proyectos de ley: 


por el que se autoriza la salida del país de los buques 
ROU 02 GENERAL ARTIGAS, ROU 03 MONTEVI- 
DEO, ROU 06 25 DE AGOSTO, ROU 05 15 DE NO- 
VIEMBRE, ROU 21 SIRIUS, ROU 24 COMANDANTE 
PEDRO CAMPBELL, ROU 26 VANGUARDIA, ROU 
31 TEMERARIO, ROU 34 AUDAZ, ROU 33 FORTU- 
NA y aeronaves de patrulla de la Armada Nacional y 
sus correspondientes tripulantes a los efectos de par- 
ticipar en la Operación UNITAS XLIT a llevarse a cabo 
entre el 3 y el 19 de noviembre de 2001. 


por el que se amplía el personal que integra la Com- 
pañía Fluvial de la Armada Nacional que participara 
en las Operaciones de Mantenimiento de la Paz de la 
Organización de las Naciones Unidas en la Repúbli- 
ca Democrática del Congo. 


y por el que se designa con el nombre “Teniente Co- 
ronel (TEA) José A. Rigoli” la Escuela Técnica de Ae- 
ronáutica del Comando General de la Fuerza Aérea. 

-A LA COMISIÓN DE DEFENSA NACIONAL. 


La Presidencia de la Asamblea General remite varias 
notas del Tribunal de Cuentas de la República comuni- 
cando haber adoptado resolución sobre los siguientes 
expedientes: 


del Ministerio del Interior, del Ministerio de Econo- 
mía y Finanzas, del Consejo Directivo Central de la 
Administración Nacional de Educación Pública y de 
la Administración de Servicios de Salud del Estado 
referidos al mantenimiento de las observaciones de 
gastos formuladas a dichos organismos; 


de la Administración de Ferrocarriles del Estado referi- 
da a una partida para incluir en Partidas a Regularizar; 


de la Administración de Usinas y Trasmisiones Eléc- 
tricas ratificando las observaciones formuladas por 
la Cra. Delegada. 

-TENGANSE PRESENTE. 


El Poder Ejecutivo remite Mensaje solicitando acuer- 
do para acreditar en calidad de Embajador Extraordinario 
y Plenipotenciario de la República ante la República de 
Colombia al señor Eduardo Añón Nocetti. 

-A LA COMISION DE ASUNTOS INTERNACIONA- 
LES. 
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El Ministerio de Industria, Energía y Minería remite 
la información solicitada por el señor Senador José Mu- 
jica relacionada con diversos aspectos vinculados a la 
constitución y funcionamiento de la sociedad Cemento 
del Plata S.A. entre ANCAP y LOMA NEGRA. 

- OPORTUNAMENTE LE FUE ENTREGADA AL SE- 
ÑOR SENADOR JOSE MUJICA. 


El Ministerio de Economía y Finanzas remite la infor- 
mación solicitada por el señor Senador Luis A. Heber 
relacionada con la venta de la planta industrial de la ex 
Incuer. 

- OPORTUNAMENTE LE FUE ENTREGADA AL SE- 
ÑOR SENADOR LUIS A. HEBER. 


El Ministerio de Salud Pública remite la información 
solicitada por el señor Senador Luis A. Heber relaciona- 
da con la utilización de sifones desechables para el en- 
vasado de agua. 

- OPORTUNAMENTE LE FUE ENTREGADA AL SE- 
ÑOR SENADOR LUIS A. HEBER. 


La Cámara de Representantes remite aprobados los 
siguientes proyectos de ley: 


por el que se declara de interés público la preven- 
ción de la diabetes y se establecen normas para su 
detección; 

-A LA COMISIÓN DE SALUD PUBLICA. 


por el que se designa con el nombre *Carmelo de 
Arzadun” la Escuela N* 40 del pueblo Fernández, de- 
partamento de Salto; 


y por el que se designa con el nombre Joaquín To- 
rres García” la Escuela N* 13 de Mariscala, departa- 
mento de Lavalleja. 

-A LA COMISIÓN DE EDUCACION Y CULTURA. 


La Cámara de Representantes remite la exposición 
escrita del señor Representante Nacional Roque Arregui 
con destino a la Comisión de Asuntos Laborales y Se- 
guridad Social relacionada con las tasas de interés que 
se aplican a los créditos sociales de pasivos beneficia- 
rios de pensiones a la vejez e invalidez. 

-A LA COMISIÓN DE ASUNTOS LABORALES Y SE- 
GURIDAD SOCIAL. 


La Comisión de Asuntos Internacionales eleva infor- 
mado un proyecto de ley por el que se aprueba el Acuer- 
do entre el Gobierno de la República Oriental del Uru- 
guay y el Gobierno de la República Federativa del Bra- 
sil, para la construcción de un segundo puente sobre el 
río Yaguarón en las proximidades de las ciudades de 
Yaguarón y Río Branco y la restauración del actual puen- 
te Barón de Mauá. 

-INCLUYASE EN EL ORDEN DEL DIA DE LA 
PROXIMA SESION ORDINARIA.» 


4) SOLICITUD DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de una solicitud de li- 
cencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Cid solicita licencia por el día de 
la fecha”. 


-Léase. 
(Se lee:) 
«Montevideo, 14 de agosto de 2001. 


Sr. Presidente de la Cámara de Senadores 
Don Luis Hierro López 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Por intermedio de la presente quien suscribe solicita 
al Sr. Presidente se le conceda licencia por el día de la 
fecha. Asimismo, solicito se proceda en esta oportuni- 
dad a la convocatoria del suplente correspondiente. 


Sin otro particular hago propicia la oportunidad para 
saludar al Sr. Presidente con mi más alta estima y consi- 
deración. 


Alberto Cid. Senador.» 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la licen- 
cia solicitada. 


(Se vota:) 
-17 en 18. Afirmativa. 


Queda convocada la señora Senadora Dalmás, quien ya ha 
prestado el juramento de estilo, por lo que, si se encontrara en 
la Antesala, se la invita a pasar al Hemiciclo. 


5) INTEGRACION DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase una nota del señor Senador 
Borsari, llegada a la Mesa. 


(Se lee:) 
«Montevideo, 13 de agosto de 2001. 


Sr. Presidente de la Cámara de Senadores 
Don Luis Hierro López 
Presente 


De mi consideración: 


Cúmpleme informar a Ud. que a partir del 14 de agos- 
to, me reincorporaré a la Cámara de Representantes por 
motivos personales. 
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Sin otro particular saludo atentamente. 
Esc. Gustavo Borsari Brenna. Senador.» 


-El señor Senador Borsari estaba ocupando, en calidad de 
suplente, el cargo de Senador del doctor García Costa, hasta el 
día 17 de agosto. 


La Secretaría procedió a convocar a los siguientes suplen- 
tes: al doctor Ricardo Gorosito y a los señores Oscar González 
Alvarez, José Carlos Cardozo y José Andújar, quienes expresa- 
ron su voluntad de no integrarse al Cuerpo en esta oportuni- 
dad. Como consecuencia de ello, se solicitó a la Corte Electoral 
la proclamación de un nuevo titular, lo cual se hizo mediante 
nota el día de ayer. En esta jornada, la Corte Electoral ha pro- 
clamado a un nuevo titular para la Cámara de Senadores, co- 
rrespondiente al sexto lugar, el señor Jaime Trobo, que en es- 
tos momentos ocupa la titularidad del Ministerio de Deportes, 
y ha manifestado su voluntad de no integrarse al Senado. Por 
tanto, ha sido convocado el primer suplente del señor Trobo, el 
señor Representante Nacional Jorge Chápper, quien ya ha sido 
convocado y, por lo tanto, está en condiciones de integrarse al 
Senado. 


6) SUSPENSION DE LA SESION ORDINARIA PREVISTA 
PARA EL DIA MIERCOLES 15 DE AGOSTO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde informar que la Mesa 
ha acordado con el señor Ministro de Defensa Nacional su 
comparecencia en el día de mañana, en régimen de Comisión 
General, a partir de la hora 17. Por lo tanto, corresponde anular 
la sesión ordinaria prevista para mañana a las 16 horas, y con- 
vocar al Senado para las 17 horas. 


Se va a votar. 

(Se vota:) 

-19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
7) INTEGRACION DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa invita al señor Represen- 
tante Jorge Chápper a pasar a Sala. 


(Ingresa a Sala el señor Representante Nacional Jorge Cháp- 
per) 


-Se invita al Senado y a la Barra a ponerse de pie. 


Señor Jorge Chápper: ¿Jura usted desempeñar debidamente 
el cargo de Senador y obrar en todo conforme a la Constitución 
de la República? 


SEÑOR CHAPPER.- Sí, juro. 
SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Jura usted guardar secreto en to- 


dos los casos en que sea ordenado por la Cámara o por la 
Asamblea General? 
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SEÑOR CHAPPER.- Sí, juro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queda usted investido del cargo de 
Senador. 


(Aplausos en la Sala y en la Barra) 

S) “FUNDACION CIUDAD DE MONTEVIDEO” 
SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado entra en la hora previa. 
Tiene la palabra el señor Senador Gallinal. 


SEÑOR GALLINAL .- Señor Presidente: la “Fundación Ciu- 
dad de Montevideo” es una Asociación Civil con personería 
jurídica, que tiene su dirección en la ciudad de Montevideo y 
posee como organismo rector un Consejo de Administración 
encabezado por el ingeniero Ruperto Long. Cuenta también con 
un Consejo de Honor que está integrado por personalidades 
del ámbito social, cultural, económico, político y empresarial de 
nuestra patria y, en particular, de la ciudad de Montevideo, 
como lo son la contadora María Angélica Argivay de Slinger, 
el profesor Fernando Assungao, el doctor Washington Beltrán, 
el ingeniero Carlos Cat, los señores Horacio Ferrer y Pablo Fon- 
taina, el arquitecto Guillermo Gómez Platero, el doctor Héctor 
Gros Espiell, la señora Vera Heller de Bergengruen, el señor 
Raúl Jude, los doctores Carlos Maggi y Esteban Marchelli, los 
profesores Antonio Mena Segarra y Alberto Methol Ferré, el 
señor Carlos Páez Vilaró, el profesor Nelson Pilosoff, el arqui- 
tecto Walter Pintos Risso, el ingeniero Alberto Ponce Delgado, 
la doctora Silvia Puentes de Oyenard, el ingeniero Ramón Re- 
quesens, el doctor Roberto Rubio, el profesor Ignacio Suárez, 
el señor Jaime Yavitz y las señoras “China” Zorrilla y Elena 
Zuasti. Su Comisión Fiscal la integran los doctores Luis Alber- 
to Torello y Manuel Díaz Romeu y el contador Juan Pedro 
Crisci. 


Como decía, el Consejo de Administración está integrado 
por el referido ingeniero Ruperto Long y los doctores Antonio 
Morell y Eugenio Xavier de Mello. 


El ingeniero Ruperto Long nos hizo el honor de encabezar 
la candidatura municipal del Partido Nacional en las últimas 
elecciones de mayo de 2000. Pero, además, tuvo el enorme ges- 
to de responsabilidad y compenetración, con sus convicciones 
y con su visión acerca de la realidad montevideana, de, a partir 
de esa candidatura, continuar trabajando intensamente en de- 
fensa de la ciudad de Montevideo, generando y creando esta 
Fundación, cuyo objetivo es contribuir a una más amplia parti- 
cipación social en los asuntos públicos y al ejercicio pleno de 
la democracia en el plano municipal. 


¿Por qué una Fundación para Montevideo? Porque, como 
se señala en la misma presentación, convencidos de que la 
responsabilidad ciudadana no se agota en la sola actividad 
política, los fundadores, colaboradores y técnicos de la Funda- 
ción, se proponen contribuir a la revalorización del papel de la 
sociedad civil en el desarrollo de la ciudad y demostrar así que 
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los propios montevideanos somos capaces de asumir un rol 
protagónico en la búsqueda de las alternativas existentes para 
promoverlo. 


Por ello una Fundación: para contribuir a una más amplia 
participación social en los asuntos públicos y al ejercicio pleno 
de la democracia en el ámbito municipal. 


¿Cuáles son los instrumentos a través de los cuales trabaja 
esta Fundación? La realización de estudios y diagnósticos téc- 
nicos, además de la colaboración con las organizaciones barria- 
les, sociedades de fomento, clubes sociales y parroquias, para 
coordinar acciones concretas tendientes a satisfacer las nece- 
sidades detectadas. 


¿Cuáles son sus preocupaciones principales? La problemá- 
tica social, los asentamientos, el desempleo, el subempleo, el 
desarrollo de actividades culturales y deportivas en cada ba- 
rrio, el cuidado y la preservación del medio ambiente, el desa- 
rrollo urbano y la revalorización de zonas y barrios de Monte- 
video. 


Entre otras de sus pretensiones y postulados, ha tomado 
cuerpo y fuerza en el transcurso de los últimos tiempos la posi- 
bilidad de introducir en la institucionalidad uruguaya, pero en 
particular en la montevideana -aunque se pretende llevarlo a 
todos los departamentos del país- la figura del “ombudsman”, 
o sea, el defensor del vecino, defensor del ciudadano. Esta, 
que es una antigua aspiración del Partido Nacional, es también 
uno de los compromisos contenidos en el acuerdo que, como 
colectividad política, celebramos con el Gobierno Departamen- 
tal de Montevideo, el cual permitió instalar la Tarifa de Sanea- 
miento Municipal en el marco del Presupuesto Quinquenal de 
la Intendencia Municipal de Montevideo. Esta sería una insti- 
tución pública y autónoma en su gestión, cuya función se cen- 
traría en defender los derechos e intereses de los ciudadanos, 
asegurando que los mecanismos ya existentes generen resulta- 
dos acordes con las finalidades para las cuales fueron creadas. 


Esta es una aspiración de la Fundación Ciudad de Montevi- 
deo, a fin de proveer al vecino de una alternativa más ágil, 
sencilla y accesible para el ejercicio y reconocimiento de sus 
derechos. Con este instrumento, que recoge y canaliza los re- 
clamos e inquietudes del ciudadano, la gestión municipal se 
optimiza, evitando así enfrentamientos estériles sobre la forma 
en que se prestan los servicios de la comuna. 


En este momento, esto se encuentra en el ámbito de la Jun- 
ta Departamental. Su titular sería una persona, en principio, sin 
actuación política durante el ejercicio del cargo, designado por 
una mayoría especial de cada Junta Departamental y su perío- 
do de actuación sería de seis años. 


En conversaciones que ha mantenido el ingeniero Long con 
el señor Intendente Municipal de Montevideo, arquitecto Ma- 
riano Arana, manejó la posibilidad de introducir dos artículos 
modificativos al proyecto que se está estudiando. Uno de ellos, 
refiere a la mayoría especial para la designación del “Defensor 
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del Ciudadano” y, el otro, establece que éste no tenga activi- 
dad política partidaria por un lapso posterior al ejercicio del 
cargo, con una condición de características similares a las que 
actualmente se les exige a los Directores del Banco de Previ- 
sión Social. A este respecto, el ingeniero Long manifestó que 
esto representa un respaldo y una garantía para el ciudadano, 
ya que, ante esta figura, se podrán plantear todas las quejas y 
reclamos que, por otras vías, sería de muy difícil acceso para la 
mayoría de la población. Con el “Defensor del Ciudadano” la 
gente tiene una instancia independiente para sentirse escucha- 
da en el planteo de sus reclamos. 


El “Defensor del Ciudadano” debe ser alguien fundamental- 
mente sensible, que no tenga ningún tipo de actividad política 
e, incluso, se podría pensar en una veda posterior a su actua- 
ción en el cargo, para que pueda dedicarse, pura y exclusiva- 
mente, a atender los intereses de los vecinos. 


En la última reunión que celebraran el ingeniero Long y el 
arquitecto Arana, éste le manifestó su total disposición y vo- 
luntad de diálogo para llegar a un proyecto que contemple to- 
das las aspiraciones y se pueda poner en marcha rápidamente 
esta figura. 


Este proyecto ha sido reflotado en el correr de los últimos 
tiempos y estaría generando acuerdos a nivel de los distintos 
sectores políticos para su pronta implementación. En su con- 
fección han participado distinguidos profesionales del medio, 
como los doctores Aníbal Cagnoni, Juan Pablo Cajarville, Car- 
los Delpiazzo y Ruben Correa Freitas, así como también el ex 
Fiscal argentino Luis Moreno Ocampo, Director de Poder Ciu- 
dadano. Además, ha sido objeto de seminarios como, por ejem- 
plo, el realizado el 3 de abril de 2001 en el Aula Magna de la 
Universidad Católica, denominado “Sociedad Civil y Acción 
Municipal”, y de conferencias, como la convocada el 24 de 
mayo de 2001 en el Salón de los Pasos Perdidos del Palacio 
Legislativo por la “Fundación Konrad Adenauer” y la “Funda- 
ción Ciudad de Montevideo”. En estos momentos, en el ámbito 
de la Intendencia Municipal de Montevideo se están realizan- 
do distintas disertaciones con este mismo propósito y objeto. 


Consideramos que es una iniciativa particularmente feliz, 
que puede tener un valor importante, no sólo para la ciudad de 
Montevideo, sino también para los diecinueve Gobiernos De- 
partamentales. En los últimos días, con muchos de ellos, espe- 
cialmente con los Gobiernos Departamentales de Paysandú, Co- 
lonia y Maldonado, se ha venido conversando sobre la bús- 
queda de la conformación de las mayorías necesarias para su 
pronta implementación. 


Por esa razón, solicito que la versión taquigráfica de mis 
palabras se envíe a los Intendentes Municipales y a las Juntas 
Departamentales de los diecinueve departamentos y también a 
la Fundación Ciudad de Montevideo, a la que hemos hecho 
referencia. 


SEÑOR PRESIDENTE. Se va a votar el trámite solicitado. 


14 de Agosto de 2001 


(Se vota:) 
-15 en 17. Afirmativa. 


9) RECLUTAMIENTO REALIZADO EN NUESTRO PAIS 
PARA LAS FUERZAS ARMADAS DEL REINO DE ES- 
PAÑA 


SEÑOR PRESIDENTE.-- Tiene la palabra el señor Senador 
Fernández Huidobro. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- Señor Presidente: me 
voy a referir a algo que tiene relación con el reclutamiento que 
se realizara en nuestro país de personas con doble ciudadanía 
para formar parte de las Fuerzas Armadas del Reino de España. 
Quiero aclarar que con esto no me estoy refiriendo exclusiva- 
mente a España, sino que tomo como ejemplo lo que es hoy 
una doctrina de defensa nacional moderna o contemporánea 
altamente preocupante. 


La Directiva de Defensa Nacional del Reino de España 
1/2000, aprobada en diciembre de 1999, establece como objeto 
de las Fuerzas Armadas de dicho país lo siguiente: “La presen- 
te directiva tiene por objeto establecer las líneas básicas de la 
política de defensa para la VII legislatura. Su finalidad es dotar 
a España de un eficaz instrumento de disuasión, prevención y 
respuesta para garantizar de modo permanente su soberanía e 
independencia, su integridad territorial y el ordenamiento cons- 
titucional, proteger la vida, la paz, la libertad” -a continuación 
viene una parte muy preocupante porque lo dicho hasta aquí 
es lo que clásicamente se sostiene en materia de doctrina de 
seguridad y de defensa nacional- “y la prosperidad de los es- 
pañoles y los intereses nacionales allí donde se encuentren”. 
Cualquiera podrá comprender que la latitud del uso de las Fuer- 
zas Armadas para el Reino de España es amplísima, dado que a 
los contenidos clásicos de cualquier doctrina se agrega la de- 
fensa de la prosperidad de los españoles. Uno se pregunta qué 
Gobierno podrá juzgar cuál es la prosperidad suficiente y quién 
tiene la culpa de ello. 


Se hace referencia a la defensa de “los intereses nacionales 
allí donde se encuentren”, con lo cual la injerencia de las Fuer- 
zas Armadas de España queda supeditada al juicio del Gobier- 
no del Reino de España en cualquier punto del planeta. 


Quisiera reiterar que utilizo el tema de España como ejemplo 
porque se trata de la misma doctrina que rige hoy en la Unión 
Europea, en los Estados Unidos, etcétera. En revistas especiali- 
zadas figura el autor Francisco Ayuela Azcárate -militar cuyo 
grado no consta en la publicación- quien se refiere a la necesi- 
dad y capacidad expedicionaria para el Reino de España en 
materia militar diciendo: “La tendencia estratégica actual hacia 
la proyección de fuerzas y la acción exterior ha llevado a con- 
fundir con frecuencia estos conceptos con la capacidad expe- 
dicionaria, cuando en realidad, aunque comparten ciertos as- 
pectos, son diferentes en la práctica. 


El término expedición tiene para los españoles un agradable 
recuerdo histórico, asociado a nuestra época de mayor esplen- 
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dor, aquella que, en palabras del hispanista J. H. Elliot, hizo que 
“durante unas pocas décadas fabulosas España llegase a ser el 
mayor poder sobre la tierra”. Aquellos logros y hazañas increí- 
bles se llevaron a cabo a golpe de expediciones. Durante varios 
siglos la prosperidad y el bienestar de España se asociaron al 
éxito de sus empresas en el exterior; sirva como ejemplo la 
creación y mantenimiento del prodigioso sistema de organiza- 
ción de las Flotas de Nueva España y de los Galeones de Tierra 
Firme. La paulatina disminución de nuestra capacidad para ge- 
nerar expediciones con éxito coincidió con el lento declinar de 
nuestro poderío, hasta el duro epílogo que supusieron los tris- 
tes sucesos de 1898. 


España es hoy una nación moderna que ha cambiado signi- 
ficativamente en los últimos años. Nuestro desarrollo económi- 
co, nuestra integración internacional, junto a la pujanza de nues- 
tro idioma, nos han hecho salir de nuevo al exterior con reno- 
vadas energías, lo que se traduce en la necesidad de realizar 
empresas en puntos distantes. Por tanto, debemos ser capaces 
de defender nuestros intereses allí donde puedan verse amena- 
zados, lo que requerirá la utilización de la capacidad expedicio- 
naria puesta al servicio de la acción exterior del Estado”. 


O sea que ya han puesto manos a la obra y uno piensa que 
tal vez ciudadanos uruguayos van a formar parte, en cualquier 
momento, de alguna de estas misiones expedicionarias o pro- 
yecciones de fuerza, como sucede actualmente en Kosovo, don- 
de España tiene una presencia importantísima en materia de 
contingentes militares, como la tuvo también en la Guerra del 
Golfo. 


Más adelante, este mismo autor establece: “España, ade- 
más de su posición estratégica de enorme valor, ha alcanzado 
en los últimos años, junto a un importante nivel de desarrollo, 
una serie de compromisos acordes con su nueva situación; en 
definitiva, se ha convertido en una nación que ha aumentado 
su peso relativo en el concierto internacional. Nuestro auge 
económico, la importancia de las inversiones en el exterior, es- 
pecialmente en Hispanoamérica -donde ya somos el primer in- 
versor mundial- y la nueva pujanza de nuestro idioma en el 
mundo como excepcional vehículo de cultura, abren nuevas 
posibilidades de progreso y bienestar, y nos confieren una im- 
portancia política creciente”. A modo de cita, Ayuela Azcárate, 
expresa: “Sirva como ejemplo la firma, el 11 de enero de 2001, 
de una declaración conjunta entre el Reino de España y los 
Estados Unidos que, en palabras de nuestro Ministro de Asun- 
tos Exteriores, supone “un salto cualitativo en la consolidación 
de una relación preferente entre España y Estados Unidos””. 


El texto continúa diciendo: “El hecho es que España cuenta 
con una importante capacidad de acción política internacional 
que puede precisar el empleo del potencial militar como un ele- 
mento más a disposición de nuestra acción exterior. 


Nuestra integración en organizaciones internacionales re- 
presenta una garantía efectiva de seguridad. Esto se traduce en 
una apuesta clara por la multinacionalidad, lo que puede facili- 
tar la resolución de nuestras necesidades en el exterior y, a su 
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vez, nos obliga a contribuir al esfuerzo común. En este entorno 
la movilidad, las capacidades de sostenimiento, despliegue y 
redespliegue junto a un alto grado de alistamiento son caracte- 
rísticas decisivas de las fuerzas de la Alianza Atlántica”. A este 
respecto, figura una cita que dice: “Concepto estratégico de la 
OTAN, aprobado en la Cumbre de Washington de 23/24 de 
abril de 1999”. 


Luego, sigue señalando el autor: “En definitiva, conviene 
resaltar tres ideas claves, contenidas en la Directiva de Defen- 
sa Nacional 1/2000; en primer lugar: “España ocupa hoy en la 
escena internacional un lugar que le permite proponerse nue- 
vas metas y plantearse un papel cada vez más destacado”; en 
segundo lugar: “La política de defensa complementa la acción 
exterior del Estado en los ámbitos de seguridad y defensa”, y 
en tercer lugar: *...los riesgos asimétricos, crisis y conflictos 
que comprometen la paz y la estabilidad en muchas regiones 
del mundo pueden afectar a nuestra seguridad y, en conse- 
cuencia, requerir una respuesta por parte de España”. 


Termina refiriéndose el autor a una valoración estratégica 
que demuestra la importancia que tienen la Armada y las fuer- 
zas anfibias para las unidades multinacionales de la Unión Eu- 
ropea, la OTAN y hasta para los acuerdos bilaterales que Espa- 
ña tiene firmados con algunos de los países europeos, que son 
múltiples y polifacéticos: también hemos visto esto en muchos 
de los análisis de los Estados Unidos. En este sentido, expresa: 
“Las zonas litorales del mundo han cobrado en nuestros días 
una gran importancia, fundamentalmente por tres razones. En 
primer lugar, la primacía del comercio marítimo se traduce en 
que los puertos y los estrechos, como zonas obligadas de paso 
para las exportaciones e importaciones de prácticamente todas 
las naciones del mundo, son puntos estratégicos de primer or- 
den. En segundo lugar, más de la mitad de la población mundial 
vive actualmente a menos de 100 kilómetros de los océanos. De 
las 19 ciudades del mundo que en la actualidad cuentan con 
más de 10 millones de habitantes, 16 están situadas en la costa; 
lo mismo sucede con el 40 por 100 de las ciudades de más de 
500.000 habitantes. En tercer lugar, porque es precisamente en 
las zonas litorales donde se concentra el mayor crecimiento 
económico y desarrollo social. La conocida toma desde el saté- 
lite del mundo durante la noche, en la que se observan las 
zonas iluminadas del planeta -muestra evidente del grado de 
desarrollo y urbanización- ilustra claramente esos aspectos. 


Desde el punto de vista militar, si no es posible contar con 
el apoyo de una nación que nos permita utilizar su territorio e 
instalaciones, o simplemente no existe esa posibilidad, la mar 
cobra un protagonismo evidente, al facilitar un espacio necesa- 
rio para mover las unidades y desde el que apoyar logística- 
mente la acción expedicionaria. En estas circunstancias, el Po- 
der Naval constituye una excelente opción para la proyección 
de fuerzas expedicionarias de cierta entidad”. 


Quería transmitir al Senado de la República esta inquietud y 
seguiré haciéndolo, como integrante de la Comisión de Defen- 
sa Nacional obligado a leer este tipo de documentación. En- 
tiendo que nuestro país está, de algún modo, aludido por esta 
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extravagante doctrina de la defensa nacional que, insisto, in- 
cluye no sólo lo que es clásico -que además comprendemos en 
la nuestra- sino también la defensa de los intereses de España 
en cualquier lugar del planeta en que consideren que están 
amenazados, y la de su prosperidad, cuando entiendan que no 
es suficiente. 


Solicito que la versión taquigráfica de estas palabras sea 
enviada a los Ministerios de Defensa Nacional y de Relaciones 
Exteriores, así como a las 19 Juntas Departamentales del país. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite solicitado. 
(Se vota:) 
-16 en 17. Afirmativa. 

10) REDUCCION DEL GASTO PUBLICO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la hora previa, tie- 
ne la palabra el señor Senador Larrañaga. 


SEÑOR LARRAÑAGA.-- Señor Presidente: quiero ocuparme 
de un tema que considero de enorme gravitación para el país, 
como lo es una parte del gasto público. 


Estamos atravesando una situación de crisis, de importante 
recesión económica, en un entorno regional preocupante y ad- 
verso, con problemas en el aparato productivo nacional, con 
un índice altísimo de desocupación y, obviamente, con una 
situación fiscal muy particular. Digo esto porque por tercer año 
consecutivo vamos a tener un déficit superior al 3% del Pro- 
ducto Bruto Interno y esto, evidentemente, no nos va a permi- 
tir cumplir con las metas previstas para este año. 


Precisamente, la economista Fanny Trilezinsky expresó en 
un programa de radio lo siguiente: “No olvidemos que la eco- 
nomía uruguaya al cierre del año 2001 habrá acumulado una 
pérdida de ingreso nacional en el entorno del 12%. Esto se ha 
traducido en una merma de ingresos. Esta caída de ingresos del 
Uruguay ha sido sufrida por la masa de asalariados privados, 
por la vía de la pérdida de sus puestos de trabajo, de aceptar 
reducciones salariales, períodos largos de desempleo, etcéte- 
ra”. Incluso, dijo que en un trabajo presentado la semana pasa- 
da en la Jornada de Economía del Banco Central se demuestra 
que los asalariados privados que perdían su trabajo aceptaban 
reducciones salariales de hasta un 30% para volver a reinser- 
tarse en el esquema laboral. Eso nos está indicando que el 
asalariado privado está pagando, de alguna manera, todo el 
peso de esta crisis que tiene el país. Agregó que, desde el 
punto de vista de la justicia social y de la equidad, eso es 
tremendamente injusto. 


Además, señor Presidente, todos sabemos que nos esta- 
mos endeudando a razón de aproximadamente U$S 700:000.000 
o U$S 800:000.0000 por año, lo que resultará insostenible en los 
próximos años. Por este motivo, entendemos que es importante 
que se opere una reducción del gasto público del país. Me 
estoy refiriendo a una disminución significativa en el compo- 
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nente salarial del Estado Central, del Parlamento, de los Entes 
Autónomos y de los Servicios Descentralizados, especialmente 
del Ministerio de Relaciones Exteriores y de los propios Go- 
biernos Departamentales. Creemos que es necesario que los 
sueldos más altos del Estado sean disminuidos de manera im- 
portante, porque ello va a permitir un ahorro considerable en la 
composición del esquema económico del país. También enten- 
demos que tendrían que incorporarse las altas jubilaciones y 
los contratos de obra de la Administración en general, que 
reciben altas remuneraciones. 


Tengamos en cuenta que la empresa privada se ajusta o 
quiebra y, generalmente, cuando lo hace, termina dejando a sus 
empleados en la calle. Sin embargo, el Estado no quiebra, pero 
tampoco ajusta las retribuciones más altas de sus funcionarios. 
Tenemos bolsones de Estado ricos con compatriotas pobres y 
también tenemos bolsones de Estado pobres porque hay fun- 
cionarios que perciben muy bajas remuneraciones. Por tanto, 
pensamos que un abatimiento de los sueldos más altos del 
Estado significaría una importante señal del sistema político 
hacia la sociedad uruguaya. No olvidemos que la empresa pri- 
vada, el productor, la industria y el trabajador privado tienen 
dificultades y que los funcionarios públicos ubicados en los 
esquemas de salarios más altos no las padecen. 


En este sentido, quisiera mencionar algunas retribuciones. 
El Gerente General de ANTEL gana más de $ 86.000; el Sub 
Gerente General, más de $ 74.000; el Gerente de División, 
más de $ 42.000. A su vez, el Gerente del Banco de Segu- 
ros del Estado percibe más de $ 64.000; el Bibliotecólogo 
más de $ 32.000; el Dibujante, más de$ 28.000. En UTE ocurre 
otro tanto: el Gerente General gana más de $ 81.000; el Sub 
Gerente General más de $ 76.000. Por otro lado, el Presidente 
del Banco República gana $ 40.000, mientras que hay más de 
400 funcionarios de dicha Institución que cobran más que él. 
Lo mismo ocurre en OSE, en ANCAP y en todas las empresas 
del Estado, Entes Autónomos y Servicios Descentralizados. 


Puedo agregar que en la Administración Central tene- 
mos 150.000 funcionarios y que los sueldos totales suman 
U$S 1.150:000.000, comprendiendo el Poder Ejecutivo, la Ad- 
ministración Central y el Parlamento. Por su parte, los En- 
tes Autónomos y Servicios Descentralizados tienen 36.000 
funcionarios, gastando anualmente en retribuciones más de 
U$S 700:000.000. A su vez, las Intendencias Municipales cuen- 
tan con 40.000 funcionarios. 


En otro orden, los sueldos de la Administración pública 
que superan los $ 20.000 totalizan U$S 200:000.000 por año; en 
cambio, los de los Entes Autónomos y Servicios Descentraliza- 
dos superan, prácticamente la inmensa mayoría, los $ 20.000 
mensuales. En definitiva, aproximadamente 150.000 funciona- 
rios cuestan al Estado más de U$S 1.150:000.000 por año, mien- 
tras que 36.000 funcionarios le importan U$S 700:000.000 anua- 
les. 


Estamos hablando de la necesidad de reducir el gasto pú- 
blico no en la inversión pública, sino en el nivel de las retribu- 
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ciones más altas de la Administración Central, de los Entes 
Autónomos y Servicios Descentralizados, así como de las pro- 
pias Intendencias Municipales. Si la sociedad uruguaya, la em- 
presa privada de este país y la industria nacional tienen dificul- 
tades, es lógico y justo que el propio Estado se ajuste la cincha 
en lo que significa la retribución de los propios funcionarios. 
Esto se podría hacer por rango de escalafón, tomando en cuen- 
ta escalas profesionales, de servicios y administrativas. 


Estamos hablando, quizá, de abatimientos que, de acuerdo 
con los porcentajes que se puedan establecer, tienen que ver 
con cifras de disminución del gasto público por este concepto 
en las retribuciones y en las jubilaciones más altas, en más de 
U$S 100:000.000 anuales. O sea, más de medio punto del déficit 
actual del país. 


También, y como punto trascendente, de alguna manera ha- 
bría que efectuar una regulación para que no existan remunera- 
ciones superiores o por encima de los niveles que percibe cada 
uno de los presidentes de los organismos de referencia. No 
hablemos ya de locomoción oficial o de servicios al exterior. 
Esto puede significar un abatimiento del gasto público y una 
disminución del déficit fiscal, o su destino puede estar vincula- 
do a invertir en la reactivación del aparato productivo nacional: 
agro, industria, comercio, políticas sociales e inversiones en el 
interior, según los parámetros socioeconómicos que revelen la 
mayor urgencia social. 


Si hoy no podemos aumentar el endeudamiento externo del 
país, ni seguir disminuyendo los niveles de inversión pública, 
pues, tenemos que buscar abatir -antes de que sea demasiado 
tarde- el componente de gastos relacionado a las retribuciones 
más altas del Estado en su conjunto. Estamos dispuestos a 
trabajar en este sentido, primero trasladando este planteamien- 
to a nuestro partido y a las distintas colectividades. Asimismo, 
queremos utilizar este espacio para solicitar que la versión ta- 
quigráfica de nuestras palabras se remita al señor Presidente de 
la República, al señor Ministro de Economía y Finanzas, al Di- 
rector de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, a los Inten- 
dentes y a las Juntas Departamentales de todo el país. 


SEÑOR PRESIDENTE. Se va a votar el trámite solicitado. 
(Se vota: ) 
-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Corresponde informar que asisten a la Barra alumnos del 
Liceo Beata Imelda, y también estudiantes que están de visita 
en la Colonia de Vacaciones de Primaria, a quienes les damos la 
bienvenida. 


11) SITUACION POR LA QUE ATRAVIESA LA ASOCIA- 
CION CIVIL “PLAN CAIF” Y EL PERSONAL DEL CAIF 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para referirse a otro tema, tiene la 
palabra el señor Senador Correa Freitas. 


280-C.S. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Señor Presidente: en el día de 
hoy me voy a referir a un tema que ocupa a la Asociación Civil 
y al Personal del CAIF, Hogar Diurno Infantil, ubicado en la 
ciudad de Paso de los Toros, departamento de Tacuarembó, 
que hace ya varios meses está atravesando una muy difícil 
situación. 


Como es de público conocimiento, el Plan CAIF comenzó 
a funcionar en 1988 a partir de un convenio suscrito entre 
UNICEF y nuestro país. El eje articulador del Plan lo constitu- 
yen los Centros de Atención a la Infancia y a la Familia, que 
fueron creados en los barrios en donde viven familias con ma- 
yores necesidades, y surgieron como respuesta a la presencia 
de elevados índices de pobreza constatados en ciertos grupos 
de la población. 


Las políticas de infancia deben orientarse a garantizar el 
principio de equidad. Más de un 40% de los nacimientos se 
produce en hogares pobres, lo que significa un duro pronósti- 
co respecto a la conformación y a las posibilidades del país en 
el futuro. Es en los sectores más pobres donde se da la mayor 
reproducción biológica y social del país. De 175.000 niños de 
hasta 4 años de edad habitantes del Uruguay, 71.000 viven en 
hogares pobres. Los factores de riesgo se concentran en la 
condición de pobreza y afectan el desarrollo psíquico del niño 
y también el educacional. 


El Plan CAIF es el primer programa social del Uruguay en el 
cual, formalmente y mediante un convenio, se asocian distintas 
reparticiones del Estado con la sociedad civil organizada en 
asociaciones con personería jurídica reconocida. A nivel de- 
partamental, participan las asociaciones civiles que forman par- 
te del Plan, la Intendencia Municipal, las jefaturas departamen- 
tales del INAME, la Inspección de la ANEP, delegados del 
Ministerio de Salud Pública y otros. 


En diciembre del año pasado, la Asociación Civil y el perso- 
nal del CAIF, Hogar Diurno Infantil de Paso de los Toros, fue 
informada que se le había ingresado al Programa “Un lugar 
para crecer y aprender jugando”, ingreso que fuera promovido 
por la Asociación al conocer los objetivos, medios y beneficios 
que este Plan posee. 


A comienzos de febrero de este año, se inició una campaña 
de difusión local respecto a los viejos y nuevos servicios brin- 
dados por esta institución, con lo cual se obtuvo una fuerte 
demanda por parte de la población. Aumentó el número de las 
inscripciones en educación inicial, de niñas y niños menores 
de 4 años y sus familias, en procura de horizontes de equidad 
social y superando condiciones de exclusión y marginación. 
También padres con niños o niñas menores de 2 años se acer- 
caron en gran número para interiorizarse del Programa denomi- 
nado de “Estimulación Oportuna”, que ha demostrado que in- 
cide favorable y significativamente en la población que asiste a 
diez o más talleres. Estos talleres ayudan a modificar prácticas 
de crianza, creencias y estado emocional de los adultos, inte- 
racción madre-hijo, comunicación adulto-niño, flexibilización de 
pautas de crianza por parte de los adultos, aumento de la valo- 
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rización y reconocimiento de las posibilidades de los adultos 
de favorecer el desarrollo infantil, autoafirmación del rol paren- 
tal, estimulación del reconocimiento del hijo como persona, con 
necesidades y deseos propios, disminución de creencias ma- 
chistas en la educación de los hijos, aumento de la autoestima 
en los adultos y a mejorar los niveles emocionales. 


Al principio de los talleres, los resultados del desarrollo eran 
70% normales, 24% en riesgo y 6% en retraso, mientras que al 
finalizar son 92% normales, 6% en riesgo y 2% en retraso. Estos 
resultados demuestran la necesidad de la gente de Paso de los 
Toros y de todo el país de contar con estos servicios. 


Con el número de familias requeridas, este equipo comenzó 
a trabajar con gran convicción por los beneficios que aporta, 
tanto a las familias como al desarrollo de los niños y, también, 
de cara al propio Centro. 


Ante estos hechos, en marzo de este año, se puso en mar- 
cha el Programa, contando con una asistencia situada en un 
70% de la población total. Con todo el andamiaje puesto en 
marcha se aclara por parte del CAIF a este Hogar Infantil que el 
Centro había sido ingresado por la Secretaría del primero cita- 
do, pero que la partida asignada que corresponde al Instituto 
Nacional del Menor, no se había aprobado. 


Hasta el momento, en este Hogar Infantil, y por la necesi- 
dad de brindar servicios sociales más amplios, se está trabajan- 
do en forma honoraria, pero la cuestión es que estas personas 
consideran muy urgente solucionar esta problemática a corto 
plazo, ya que se les está tornando muy difícil seguir sostenien- 
do esta situación, porque no cuentan con los medios ni con los 
materiales necesarios para realizar dicha labor. No está en el 
ánimo de las personas que trabajan en el Hogar suspender los 
talleres indefinidamente por las necesidades de la población, 
atento a la creciente demanda por este servicio. Sí están a la 
espera de la aprobación de la partida asignada al Programa “Un 
lugar para crecer y aprender jugando”, de la cual no se tiene 
una fecha definida. Es por eso, señor Presidente, que los inte- 
grantes de este Hogar recurren por mi intermedio al Senado 
para ponerlo en conocimiento de la situación por la cual están 
atravesando. Saben que no es el único Centro que se encuen- 
tra en lista de espera para recibir la partida requerida, pero ne- 
cesitan que lo antes posible se considere su situación, para así 
poder seguir adelante con sus motivaciones y su compromiso 
con la tarea. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras se remi- 
ta al Instituto Nacional del Menor, al Centro de Atención a la 
Infancia y la Familia, CATE, a la Intendencia Municipal de Ta- 
cuarembó, a su Junta Departamental, a la Junta Local Autóno- 
ma de Paso de los Toros y a la Comisión de Ayuda al Menor 
de la ciudad de Paso de los Toros. 


SEÑOR PRESIDENTE. Se va a votar el trámite solicitado. 
(Se vota:) 


-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


14 de Agosto de 2001 


12) ANIVERSARIO DE LA CONSTRUCCION DEL MURO 
DE BERLIN 


SEÑOR PRESIDENTE.- En la hora previa, tiene la palabra el 
señor Senador Millor. 


SEÑOR MILLOR.- Señor Presidente: en estos días vivimos 
fechas de profunda significación. Un 13 de agosto de 1961 se 
construyó el muro de Berlín, bien llamado “muro de la vergiien- 
za”. Sobre este muro, hace algunas horas el Canciller alemán, 
Gerhard Schróeder, expresó que el mismo no fue el resultado de 
la Guerra Fría, sino la expresión del desprecio de los derechos 
humanos elementales de parte de un sistema no democrático. 


Por suerte, este muro cayó en noviembre de 1989, pero du- 
rante 28 años significó algo más que el oprobio en sí mismo de 
cercenar la libertad de la gente; significó la división, la separa- 
ción -que pasa por algo más que un muro- entre la libertad y el 
totalitarismo. 


Pero es bueno refrescar las características de este muro de 
155 kilómetros de largo y después preguntarse para qué se 
hizo. En primer lugar, era un muro de hormigón, de color claro 
para poder mostrar la silueta del fugitivo. Después venía una 
franja de tierra abierta, luego una valla eléctrica, más adelante 
una carretera asfaltada, después una zanja antivehículos, luego 
una franja ancha de arena -para que los fugitivos dejaran sus 
huellas- más adelante una alambrada de púas -todo esto, ob- 
viamente, estaba rodeado de sirenas acústicas y faroles- des- 
pués una malla de alambre, luego otro espacio bastante amplio 
con la “hierba de Stalin” -la “hierba de Stalin” eran pinchos de 
acero colocados en el piso- y por último un segundo muro de 
hormigón, de 3 ó 4 metros de ancho. 


Uno se pregunta para qué se hizo todo este trabajo y pien- 
sa que tal vez debe haber sido para evitar que el oprobioso y 
decadente capitalismo occidental envenenase el paraíso que 
había construido el comunismo y los soviéticos. Pero resulta 
que no; el muro fue construido porque desde los años 50 hasta 
la fecha en que se construyó, 2:300.000 alemanes habían huido 
del paraíso de Alemania Oriental para tratar de buscar un poco 
de libertad del lado occidental. O sea que no fue construido 
para proteger a la Alemania Oriental feliz, sino para evitar que 
esos felices orientales alemanes huyesen de ese paraíso. Era 
tan débil el muro y el sistema que lo sustentaba, que un día no 
pudo con el viento, poco antes de caer el muro y tal vez esto 
haya precipitado ese acontecimiento. En Berlín democrático, 
hubo un festival de rock y el viento soplaba en dirección al 
Berlín comunista, por lo que llevó los acordes de esa música 
sacrílega para el régimen de Alemania Oriental, lo cual provocó 
que muchos jóvenes se acercasen al muro para escuchar esa 
música que disfrutaban libremente los jóvenes de Alemania Oc- 
cidental. Esto provocó una de las mayores represalias que su- 
frió la Alemania comunista, y poco después el muro cayó. 


Tratando de atravesar este muro perecieron alrededor de 
250 personas, la mayoría jóvenes, uno de ellos inmortalizado 
por el inmortal -valga la redundancia- Nino Bravo, que le cantó 
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a un joven de 20 años que creía que una alambrada no podía 
cortar sus ansias de volar, que se creía libre como el sol cuan- 
do amanece, como el viento, que consideraba que tenía dere- 
cho a la libertad que le era otorgada por su condición de ser 
humano, y que muere de un balazo en la espalda cuando trata 
de atravesar, justamente, esta alambrada o este muro. 


Creo que esto es todo un símbolo porque en la época en 
que se construyó el muro, en el año 1961, yo estaba en segun- 
do de preparatorios y nos vendían la imagen de un paraíso 
construido a partir de la Unión Soviética y del Kremlin. En 
realidad, lo que estaban padeciendo quienes tenían la desgra- 
cia de vivir en alguno de esos regímenes era el oprobio de la 
más degradante de las dictaduras, que cuando cae deja al des- 
nudo su herencia: degradación moral, corrupción, hambre, apa- 
ratos industriales y económicos obsoletos. Este muro de re- 
cuerdo que hoy adorna las vitrinas de las tiendas del mundo 
libre, se vende en trocitos, no sé si como recuerdo del oprobio 
o como recuerdo de que los muros, por grandes y fuertes que 
sean, no pueden impedir que los pueblos tarde o temprano 
alcancen el bien de la libertad. 


Desearía que la versión taquigráfica de estas palabras lle- 
gue al Gobierno y al Parlamento Alemán y también me gustaría 
-sé que puede ser algo muy engorroso- en caso de que quede 
algún familiar directo de una de estas 250 personas que murie- 
ron tratando de atravesar el muro, que por lo menos a uno le 
llegue esta exposición que he realizado, porque para los jóve- 
nes de aquella época y a partir de 1961, cuando llegaba la noti- 
cia de que un joven moría tratando de alcanzar la libertad, era 
todo un símbolo, porque nunca creímos en ese paraíso que nos 
querían vender. 


SEÑOR PRESIDENTE. Se va a votar el trámite solicitado. 
(Se vota: ) 
-16 en 17. Afirmativa. 


13) IRREGULARIDADES EN EL COMPLEJO HABITACIO- 
NAL “BALTASAR BRUM” DEL DEPARTAMENTO DE 
ARTIGAS 


SEÑOR PRESIDENTE. En la hora previa, tiene la palabra el 
señor Senador Heber. 


SEÑOR HEBER.- Señor Presidente: hoy distraigo la aten- 
ción del Senado porque hace dos fines de semana estuve reco- 
rriendo el departamento de Artigas y tuve oportunidad de ver 
en Baltasar Brum una situación que no puede ser que ocurra en 
el Estado, que indigna, que no se entiende y sobre la que se 
debe hacer algo. Por esto distraigo la atención del Senado. 


En Baltasar Brum hay un complejo de 12 viviendas, aproxi- 
madamente, con respecto al cual hubo confusión en la cons- 
trucción por parte del Banco Hipotecario, en la época del pro- 
ceso. En aquel entonces se equivocaron de pueblo, debido al 
nombre -según me dijeron los habitantes- y construyeron unas 
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viviendas muy lindas, importantes, no sé de qué categoría, de 
modo tal que la cuota en Unidades Reajustables que se tiene 
que pagar es muy alta. Esta situación ha generado una actitud 
del Banco Hipotecario realmente incomprensible porque como 
hubo un error y se construyeron en un pueblo como Baltasar 
Brum -Cabellos para otros- 12 viviendas que se suponían iban 
a estar ubicadas en otra ciudad más importante -como me ex- 
presaron los pobladores- y no hay habitantes que tengan in- 
gresos suficientes como para hacerse cargo de la cuota, dicho 
Banco resolvió tapiarlas, cerrarlas. Hay 6 viviendas que están 
habitadas y 6 que tienen cerradas sus ventanas con ladrillos. 
Realmente no comprendo cuál es el criterio por el cual se pueda 
cerrar una vivienda. ¿No es más negocio para el Banco Hipote- 
cario aunque sea cobrar la mitad de la cuota y alojar habitantes 
de ese lugar que seguramente están precisando mejorar su vi- 
vienda propia? ¿Cuál es el criterio por el cual se alojó en algu- 
nas viviendas al Correo y al Juzgado? Si el Estado lo precisa, 
está bien, pero resulta que el Correo no pagó la vivienda y lo 
desalojaron. Entonces, no sé que van a hacer con esta vivien- 
da que ocupaba el Correo. Quizás también la cierren. 


La información y la verificación de este hecho -lo pude com- 
probar porque visité la zona- me genera una real indignación y 
ante esto, ¡cómo no va a haber una situación, en el pueblo y en 
la villa, de hostilidad hacia el Gobierno, el Senador, el Repre- 
sentante Nacional, las autoridades del Banco, hacia cualquier 
autoridad o quien sea que permita de alguna manera que estas 
cosas sucedan en Baltasar Brum! Se trata de seis viviendas, 
pero aunque fuera una, me parece una atrocidad. 


Ante esta situación que pude comprobar aquel fin de sema- 
na, cuando el señor Representante Julio Silveira me mostró el 
lugar y me dijo que los Legisladores por el departamento ya 
plantearon el tema, vengo a comunicar al Senado esta barbari- 
dad que sucede en Baltasar Brum. Asimismo, vengo a hacerme 
eco de las gestiones que estos dos Representantes Naciona- 
les, no importa a qué Partido pertenezcan -no sé si el delegado 
del Encuentro Progresista hizo la misma denuncia, seguramente 
lo habrá hecho- llevaron a cabo. Quiero destacar que el sistema 
político -no la clase política- no puede permitir que estas cosas 
sucedan. Aspiro a que el nuevo Directorio del Banco Hipoteca- 
rio del Uruguay tenga conocimiento de este problema porque 
hace mucho tiempo que sucede, aunque me acabo de enterar, y 
tome cartas en el asunto abriendo las viviendas y permitiendo 
que las habiten personas pagando lo que puedan. Si se necesi- 
ta una norma habilitante para permitir esto, creo que nadie va a 
estar en desacuerdo. Quizá esto haya sido un error, pero me 
pregunto por qué los habitantes de Baltasar Brum no tienen 
derecho a poseer una vivienda importante, de una categoría 
que a veces se encuentra en las ciudades y no en los pueblos 
chicos. Pero esto será motivo de otra discusión. Ya que las 
viviendas están construidas, lo lógico sería que se reabran por- 
que, además, están generando humedades a las pocas casas 
que están habitadas ya que están pegadas unas a otras. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras en de- 
fensa del sistema político y democrático, se envíe al Directorio 
del Banco Hipotecario del Uruguay para que rápidamente abra 
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estas casas y las otorgue a quien sea en el pueblo de Baltasar 
Brum. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite solicitado. 
(Se vota:) 
-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

14) PROYECTO PRESENTADO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de un proyecto pre- 
sentado fuera de hora. 


(Se da del siguiente:) 


“El señor Senador Correa Freitas presenta, con Ex- 
posición de Motivos, un proyecto de ley por el que se 
adoptan medidas cautelares respecto de la violencia fa- 
miliar.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- A la Comisión de Constitución y 
Legislación. 


(Texto del proyecto de ley:) 
«PROYECTO DELEY 


SE SANCIONAN NORMAS 
SOBRE VIOLENCIA FAMILIAR 


Artículo 1”.- En caso de situaciones de violencia 
familiar en que intervenga la Justicia Penal, la autoridad 
con funciones de policía dará cuenta de inmediato al 
Juez Letrado con competencia en materia de familia, a 
los efectos de la adopción de las medidas cautelares 
que estime convenientes.- 


Artículo 2*- El procedimiento de indagación corres- 
pondiente habrá de iniciarse dentro del plazo máximo de 
cuarenta y ocho horas, a contarse de la noticia de la 
autoridad con funciones de policía.- 


La omisión al cumplimiento de esta obligación, cons- 
tituirá falta administrativa grave.- 


Ruben Correa Freitas. Senador. 
EXPOSICION DE MOTIVOS 
Montevideo, 14 de agosto de 2001. 
Sr. Presidente del Senado: 


De conformidad con lo dispuesto por el artículo 133 
de la Constitución de la República, vengo a formular la 
siguiente iniciativa por la cual se adoptan medidas cau- 
telares en materia de violencia familiar. 


La realidad está demostrando a diario la desesperan- 
te situación, cada semana muere una mujer como conse- 


14 de Agosto de 2001 


cuencia directa de actos de violencia familiar, extremo 
de por sí grave, que obliga al sistema político a adoptar 
medidas urgentes que tiendan a evitar estas situaciones 
de violencia en nuestra sociedad, que están conspiran- 
do contra la integridad y la vida de las mujeres y de los 
niños, así como de la familia que es la base de nuestra 
sociedad, según lo dispone el artículo 40 de la Constitu- 
ción de la República.- 


Dicha disposición constitucional, prescribe que el 
Estado debe velar por la estabilidad moral y material de 
la familia, para la mejor formación de los hijos dentro de 
la sociedad.- 


Estimo que deben adoptarse medidas cautelares ante 
una situación de violencia familiar, por parte del Juez 
Letrado con competencia en materia de Familia, sin per- 
juicio de la actuación que le pueda corresponder a la 
Justicia Penal competente.- 


En los hechos, la Justicia Penal solamente interviene 
en aquellos hechos en que se ha producido un homici- 
dio o una lesión grave, siendo que las situaciones de 
violencia familiar que normalmente se desarrollan a tra- 
vés del tiempo, exigen la adopción inmediata de medi- 
das cautelares en forma urgente, como por ejemplo el 
retiro del hogar conyugal de quien produce las situacio- 
nes de violencia y hostigamiento familiar.- 


Considero que esta es una señal muy clara y rápida 
que tiene que dar el Parlamento uruguayo, ante una si- 
tuación de grave conmoción social, tal como lo vemos a 
diario en las noticias de los diferentes medios de comu- 
nicación, en que lamentamos la pérdida de vidas huma- 
nas, que de haberse adoptado las medidas cautelares en 
tiempo y forma evitarían ese desenlace fatal.- 


Ruben Correa Freitas. Senador.» 


15) REITERADA INFORMACION EN LA PRENSA SOBRE 
EL PATRIMONIO DEL EX DIRECTOR DE LA DIREC- 
CION GENERAL IMPOSITIVA 


SEÑOR MUJICA.- Pido la palabra para una cuestión de orden. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR MUJICA.- Señor Presidente: en nombre de nuestra 
Bancada de Senadores del Frente Amplio-Encuentro Progresista, 
queremos manifestar nuestra preocupación por las reiteradas in- 
formaciones publicadas en la prensa vinculadas a la situación 
patrimonial del ex Director de la Dirección General Impositiva. 
Esta preocupación se ve agravada por el hecho de no tener co- 
nocimiento, hasta el presente, de actuaciones en la Justicia Penal 
encaminadas al esclarecimiento de las circunstancias referidas 
que, además, habiliten la intervención de la Junta Asesora en 
materia económica y financiera prevista en la Ley N* 17.060. 


Nada más. Muchas gracias. 
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16) ADMISION DE CAPITALES PRIVADOS EN LA PRES- 
TACION DEL SERVICIO DE TELEFONIA CELULAR TE- 
RRESTRE DE LA ADMINISTRACION NACIONAL DE 
TELECOMUNICACIONES (ANTEL) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde pasar a tratar el primer 
punto del orden del día: “Continúa la discusión general y parti- 
cular del proyecto de ley por el que se establece que la admi- 
sión de capitales privados en la prestación del servicio de 
telefonía celular terrestre de la Administración Nacional de 
Telecomunicaciones, requerirá de una ley. (Carp. N* 456/01 - 
Rep. N* 284/01).” 


(Antecedentes: Ver 38* S.O.) 
-Tiene la palabra el señor Senador Gallinal. 


SEÑOR GALLINAL .- Señor Presidente: el Senado de la Re- 
pública tiene a consideración un proyecto de ley que oportu- 
namente fuera presentado por el señor Senador Michelini, que 
tuvo un principio de discusión fuera del ámbito parlamentario 
en marzo de este año y que, luego de su pasaje por la Comisión 
Especial de Servicios Públicos que el Senado integró con el 
propósito de profundizar en la necesidad de modificar algunos 
aspectos relevantes respecto del funcionamiento del Estado, 
hoy ingresa a estudio del Plenario en un intento de dar solu- 
ción a un problema concreto que se ha planteado en el Uru- 
guay en el transcurso de los últimos meses. No se trata de esas 
leyes que, como generalmente sucede, están llamadas a cumplir 
su objetivo con su implementación a lo largo del tiempo, sino 
de un proyecto de ley que, en caso de aprobarse, va a tener 
una instancia de cumplimiento inmediato en tanto cierra la llave 
de la que disponía el Poder Ejecutivo y ANTEL para proceder 
en el caso de la telefonía celular y más particularmente de 
ANCEL, tanto a asociarse como a comercializar parte de su 
paquete accionario. 


Este es un proyecto de ley que, en buena medida, es pro- 
ducto de las circunstancias y tiene como propósito fundamen- 
tal dejar claramente de manifiesto a la ciudadanía el alcance de 
la Ley vigente N* 17.296 de 21 de febrero de 2001 de Presu- 
puesto Nacional, a través de los artículos 612 y 613. ¿Qué es lo 
que ha sucedido con esta Ley? Se ha interpuesto contra la 
misma un recurso de Referéndum sobre la base de la normativa 
vigente en la materia. Se ha interpuesto, además, decidiendo 
recorrer lo que se denomina el camino largo porque como es de 
público conocimiento, la nueva ley aprobada en el transcurso 
del año pasado establece dos alternativas o dos caminos para 
proceder a la impugnación de una ley. Por un lado, la denomi- 
nada vía rápida en la que, en el transcurso de 150 días y 5 
meses, hay que recoger la firma del 2% del total de ciudadanos 
habilitados para votar, aproximadamente 50.000 voluntades, y 
otra es la vía larga que establece un año y requiere la firma del 
25% de los habilitados para votar, es decir, aproximadamente 
600.000 voluntades. Se ha elegido el camino largo y es evidente 
que hay allí una clara intencionalidad política que es difícil de- 
terminar cuál es. Sin embargo, ella existe porque si no, no se 
entiende cómo se elige el camino de recoger en doce meses 
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50.000 firmas por mes, en vez de optar por recoger en cinco 
meses 10.000 firmas mensuales. Mejor hubiera sido elegir este 
último que es de más fácil acceso para alcanzar el objetivo que, 
en definitiva, es el de derogar la ley en cuestión. Sin embargo, 
el camino largo es legítimo. Lo digo por dos razones, en primer 
lugar, porque participé intensamente en la nueva ley del meca- 
nismo de referéndum y allí es donde lo establecimos. 


En segundo término, porque hace algún tiempo un editorial 
de un prestigioso diario del medio cuestionaba que la nueva 
ley estableciera el camino largo cuando el Legislador no tenía 
otra alternativa. Esa era la única manera de respetar la Constitu- 
ción de la República, la que, cuando establece el mecanismo de 
referéndum, dice claramente que se dispone de un plazo de 
hasta un año para poder recurrir. Por su parte, el camino corto 
limitaba ese tiempo a cinco meses, por lo que si nos hubiéra- 
mos quedado solamente con él, esa ley habría estado viciada 
de inconstitucionalidad. 


Reitero que el hecho de que se promueva un referéndum 
legítimo contra una ley de esas características tiene consecuen- 
cias que, a mi juicio, son preocupantes. Una de ellas es que, en 
el transcurso de los últimos tiempos, todos los objetivos están 
dirigidos, con relativo éxito o sin él, a generar nuevas fuentes 
de trabajo en el país, pero para ello necesitamos, entre otras 
cosas, habilitar nuevas fuentes de inversión. Uruguay necesita 
como nunca una mayor inversión en el país para que se pueda 
generar una reactivación de la actividad económica nacional y, 
junto con ella, la generación de nuevas fuentes de trabajo. 


Los artículos 612 y 613 del Presupuesto Nacional tienen, 
entre otros, ese objetivo o cometido. Al haberse establecido 
muy claramente el alcance del monopolio en materia de telefo- 
nía y al dejar liberada a la competencia, por iniciativa de la 
propia Dirección de ANTEL y del Poder Ejecutivo, la telefonía 
internacional, se han presentado ante el organismo regulador 
correspondiente tres empresas interesadas en prestar servicios 
en esa área. Precisamente, esas solicitudes están en trámite de 
aprobación. A su vez, existen otras áreas donde se han habili- 
tado a la competencia diversos instrumentos vinculados a la 
telefonía y probablemente exista un manifiesto interés en reci- 
bir nuevas inversiones, que podrán ser tanto nacionales como 
extranjeras. 


Sin embargo, también es lógico plantearse que si esas posi- 
bles inversiones y futuras habilitaciones están supeditadas a la 
suerte que pueda tener el recurso que se interpone contra los 
artículos que las posibilitan, no están generadas todas las se- 
guridades y condiciones que se buscan para lograr una mayor 
inversión en el país. Se trata de la consecuencia ineludible de 
un recurso de referéndum que las normas jurídicas no adquie- 
ran la estabilidad definitiva que necesitan, y, como consecuen- 
cia de ello, los actos que puedan derivar de su implementación 
se vean detenidos en el tiempo y no generen todas las certezas 
correspondientes. Este es un primer elemento de preocupación 
no poco importante que, en este caso, está referido a la telefo- 
nía internacional. Además, es muy relevante señalar que en la 
medida en que esto -la apertura- se concrete, significará un 


CAMARA DE SENADORES 


14 de Agosto de 2001 


avance sustantivo para los precios de las llamadas internacio- 
nales en el Uruguay. Se ha asegurado que de abrirse a la com- 
petencia la telefonía internacional, probablemente la tarifa de 
llamada de larga distancia internacional, en promedio, valdría 
un 50% menos de lo que pagamos hoy. En algunos casos se 
afirma que se podría llegar a establecer una nueva tarifa en un 
plazo no superior a un año, en régimen de competencia, que 
sea del orden del 20% del valor actual de esas tarifas. Otra de 
las consecuencias preocupantes del establecimiento de un re- 
curso de estas características en este caso concreto, es que 
hay quienes sostienen -no es mi caso, porque no tengo una 
posición definida sobre el tema y me parece que es un aspecto 
jurídico que merece ser estudiado debidamente- que los artícu- 
los 612 y 613 del Presupuesto Nacional, como la mayoría de las 
normas que la integran, no serían recurribles. Así surge de la 
interpretación armónica de diversas normas establecidas en la 
Constitución de la República. Si esto fuera cierto y se concreta- 
re, es decir que en el transcurso de un año se recolectaran las 
600.000 firmas necesarias para impugnar los artículos en cues- 
tión, lo que ocurrirá es que ellas serán presentadas ante la 
Corte Electoral y -este Organismo tiene dicha opinión- sin pro- 
ceder al recuento de las firmas correspondientes, denegará el 
recurso por considerarlo improcedente. Esta es una hipótesis 
de trabajo y también cabe la otra alternativa en cuanto a que se 
haga lugar al mismo. Sin embargo, esta hipótesis tiene argu- 
mentos fuertes para ser sustentada. Por otra parte, hemos he- 
cho el intento ante la Corte Electoral de obtener un pronuncia- 
miento previo, lo que es imposible en estas circunstancias, por- 
que aduce no tener competencia para hacerlo antes de que se 
establezca el caso concreto. Además, señala que de hacerlo 
estaría incurriendo en un prejuzgamiento que no le correspon- 
de. Entonces, de proseguir por este camino culminamos inevi- 
tablemente no en el sólo hecho de que las firmas no se cuentan 
y de que el recurso se rechaza, sino en un enfrentamiento de 
carácter político muy fuerte y muy inoportuno para las circuns- 
tancias que está viviendo el país. No creo que esto sea provo- 
cado por nadie, ni pienso que se estén recolectando las firmas 
para provocar un enfrentamiento de esas características. Tam- 
poco me parece que si mañana alguien aduce que constitucio- 
nalmente estos artículos no son recurribles al amparo de lo que 
establece la Carta, se esté buscando un enfrentamiento. De 
hecho, el enfrentamiento puede llegar, y esto no es bueno ya 
sea en esta temática o en cualquier otra, pero mucho menos en 
ésta. Uruguay vivió circunstancias de enfrentamiento político 
de características más o menos similares por temas mucho más 
importantes, como, por ejemplo, los derechos humanos con la 
impugnación contra la Ley de Caducidad de la Pretensión Puni- 
tiva del Estado, cuando no estaba reglamentado el artículo de 
la Constitución que establece el mecanismo de referéndum, ni 
el cuestionamiento fue de carácter constitucional, sino que tuvo 
que ver, más que nada, con la cantidad de firmas que se exigían 
para acceder al plebiscito, cuyo número se puso en tela de 
juicio. Es más; en las oficinas de la Junta Electoral, y funda- 
mentalmente en Montevideo, hubo enfrentamientos entre los 
que pretendían de cualquier manera anular firmas y los que las 
defendían. Precisamente, estas circunstancias nos llevaron a 
buscar, a fines de febrero de este año, caminos de entendimien- 
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to y algunas formas de ceder en las posiciones que cada uno 
tan marcadamente había defendido en los últimos tiempos, para 
ver si por un lado evitábamos el enfrentamiento político y, por 
otro, permitíamos la implementación de algunas de las muchas 
normas que contienen los artículos 612 y 613 respecto al futuro 
de las telecomunicaciones en el país. Digo esto porque hay 
mucho para preocuparse sobre las telecomunicaciones de hoy 
y de los próximos años; no está todo dicho, hay mucho por 
hacer, por definir, por trabajar y por acordar. No podemos to- 
marnos el tiempo que quizás disponemos en otros temas con 
mayores plazos. 


En estas materias, el mundo avanza tan vertiginosamente 
que si nos quedamos quietos, nos pasan por arriba. Uno tiene 
temor de que ya en el transcurso de los últimos años en algu- 
nos temas hayamos quedado retrasados en lo que tiene que 
ver con las inversiones en tecnología de punta, en materia de 
telecomunicaciones. 


El Uruguay hoy tiene una política nacional de telecomuni- 
caciones y voy a analizarla con una visión objetiva hasta deter- 
minado límite, porque allí también intento introducir la visión 
que mi colectividad política ha tratado de dar al tema en el 
transcurso de los últimos años. En ese sentido, existen marca- 
das diferencias no solamente con el Encuentro Progresista -las 
que están arriba de la mesa desde hace mucho tiempo- sino 
también con el Partido Colorado, y me voy a permitir mencio- 
narlas sin ánimo de agredir ni de entrar en una confrontación. 
Simplemente quiero señalar, desde mi punto de vista, en qué 
medida el Partido Nacional ha tenido una incidencia muy im- 
portante en esta política de telecomunicaciones de nuestro país 
y la han tenido también todos los otros partidos políticos ya 
que, de alguna manera, todos hemos incidido, por vía de la 
acción, en el diseño de esta política. Reitero que el Uruguay 
cuenta con una política nacional de telecomunicaciones y tiene 
también una infraestructura, una red nacional muy bien desa- 
rrollada. 


El tema de las telecomunicaciones en el Uruguay, como tan- 
tos otros asuntos en la vida del mundo, ingresa después de 
que toma cuerpo, auge y desarrollo en otras áreas del orbe. 
Básicamente, lo hace en el año 1990 a través de dos vías: por 
medio de la Ley de Empresas Públicas que el Poder Ejecutivo 
de entonces envía a consideración del Parlamento, que es san- 
cionada, luego recurrida por los mecanismos constitucionales 
correspondientes y parcialmente derogada. Allí se pone, por 
primera vez, sobre la mesa una idea, una filosofía, una forma de 
trabajo en materia de telecomunicaciones. El haber sido parcial- 
mente derogada significó, también, un acicate para que el go- 
bierno de la época superara un obstáculo importante que se 
interpuso en el camino y transformara las condiciones en que 
se prestaban las telecomunicaciones en el país. 


No tengo ninguna duda con respecto a que la Ley de Em- 
presas Públicas y, en particular, su derogación, significaron 
una motivación muy fuerte, sobre todo para que quienes tenían 
la responsabilidad de la conducción de ANTEL, y principal- 
mente sus funcionarios hicieran una puesta al día, una moder- 
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nización de la empresa que verdaderamente la transformara y la 
colocara a la altura de las circunstancias en que necesariamen- 
te debía estar de acuerdo con el desarrollo que, en la región y 
en otras partes del mundo, venía alcanzando todo el tema de 
las telecomunicaciones. 


A partir de 1990, con la Presidencia de la contadora Rosario 
Mederos y también con el trabajo muy eficiente y de gran ta- 
lento de sus técnicos y de todos sus funcionarios, ANTEL 
comienza a cobrar una fuerza, un impulso, una modernización y 
una capacidad de desarrollo, dentro del territorio nacional, muy 
importante, que se continúa con las administraciones posterio- 
res hasta llegar a tener un país 100% digitalizado, en el que se 
puede colocar un teléfono en cualquier región, por más alejada 
que esté y en el que en 1997 se sustituyeron los últimos teléfo- 
nos magnéticos o a manija y se empezó a desarrollar, cada vez 
con mayor profundidad, el acceso a INTERNET. En lo que tie- 
ne que ver con ANTEL todo eso se ha hecho muy bien, lo que 
-a mi juicio- demuestra una suerte de contradicción en quienes 
permanentemente nos critican. Si tanto se habla -y en términos 
tan elogiosos- de lo que ha sido ANTEL en el transcurso de 
los últimos años, ¿por qué se reprocha tanto a los conductores 
de las políticas nacionales en materia de telecomunicaciones, a 
quienes tuvieron la responsabilidad del Poder Ejecutivo y de la 
propia ANTEL en los últimos años, de haber sido negativos en 
el trabajo de estos organismos? Salvo que verdaderamente se 
crea que se puede sostener -como se llegó a decir en la Comi- 
sión de Servicios Públicos- que ANTEL en los últimos años se 
desarrolló muy bien a pesar de sus Directores. No habría mar- 
gen de diálogo alguno si se sostuviera -como ya se sostuvo y 
se reitera- que ANTEL anduvo muy bien a pesar de los que 
tenían la responsabilidad de conducir. No me parece que exis- 
tan elementos como para esgrimir que una empresa puede fun- 
cionar bien con los responsables de su Dirección echando para 
atrás. 


Por lo tanto, en materia de telecomunicaciones tenemos una 
infraestructura muy bien desarrollada y eso, sin duda, forma 
parte de una política de telecomunicaciones. Ahora, a partir de 
la Ley de Presupuesto Nacional, tenemos también un organis- 
mo regulador en la materia que está trabajando a pleno, que va 
a ir dictando los reglamentos fundamentales en el tema y que 
va a cumplir una suerte de cometidos que serán importantísi- 
mos para despejar claramente el campo de las telecomunicacio- 
nes y las posibilidades de inversión en el Uruguay de los próxi- 
mos años. Á instancias del Partido Nacional, en esta legislatura 
y en sucesivas discusiones mantenidas en el ámbito de la Co- 
misión de Defensa Nacional, tenemos la posibilidad de proce- 
der en poco tiempo a la subasta de una parte del espectro en 
virtud del cual se van a prestar nuevos servicios de telefonía 
celular, en atención a que cuestionamientos realizados aquí, en 
Sala, y en el seno de la propia Comisión, con la presencia del 
señor Ministro de Defensa Nacional, permitieron que, en defi- 
nitiva, el Ministro revocara decisiones del gobierno anterior y 
procediera a lo que se ha dado en llamar “la limpieza de la 
banda”, es decir, a eliminar del espectro a aquellas empresas a 
las que equivocadamente se les había adjudicado un espacio 
que no era el más indicado para los servicios que ellas querían 
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prestar y que ahora se reubicaron en el lugar correspondiente, 
reservando estos escasos y muy valiosos recursos para que, a 
través de una subasta pública prevista para noviembre de este 
año -que ha sido largamente anunciada- pueda ingresar a la 
competencia por lo menos una nueva empresa a prestar servi- 
cios de telefonía celular. 


Por otra parte, tenemos las normas del Presupuesto hoy en 
discusión -artículos 612 y 613- que, entre otras virtudes, defi- 
nen el alcance del monopolio. Hasta ahora no existía una defi- 
nición estricta de monopolio; dentro de dicho régimen estaba 
todo lo relativo a las telecomunicaciones. Así se interpretaban 
las leyes que precedieron a estos artículos 612 y 613. Posterior- 
mente, se elaboró un artículo 613 de carácter genérico y un 
artículo 612 de carácter específico. La relación entre dichas dis- 
posiciones es de género a especie. El artículo 613 establece las 
condiciones fundamentales referidas a la asociación en todos 
los campos de las telecomunicaciones en los que se involucra 
a ANTEL con excepción de lo que está definido como monopo- 
lio, mientras que el artículo 612 indica las características espe- 
ciales que esa asociación puede tener cuando se trata de tele- 
fonía celular terrestre y establece la posibilidad de conformar 
una sociedad anónima con ANCEL, lo que va permitir moverse 
en el área del Derecho Privado con la flexibilidad necesaria para 
poder competir en el día de mañana. 


Ahora se agregaría una norma más, que no sustituye a las 
anteriores; en todo caso, se constituye en una condición adi- 
cional para la aplicación de los artículos 612 y 613. Es decir que 
hay que aplicar estas dos disposiciones, pero, además, en el 
caso de la telefonía celular, ya sea para la asociación o para la 
comercialización de parte del paquete accionario de ANCEL 
-que va a ser 100% estatal- se va a necesitar una ley previa que 
establezca las condiciones y que autorice un camino de esas 
características. 


Cuando se aprobó el Presupuesto Nacional -y me remito a 
las actas en donde se recogen las versiones taquigráficas de 
nuestras intervenciones- había señalado qué panorama tenía- 
mos por delante a partir de la aprobación de estos dos artícu- 
los. En primer lugar, hay un monopolio claramente definido, en 
el campo de la telefonía básica, que lucha no contra el derecho, 
sino contra los hechos, por las perforaciones a ese monopolio 
de telefonía básica que se van produciendo día a día, como 
consecuencia de los avances tecnológicos. En segundo térmi- 
no, tenemos un terreno de relativa competencia, donde hay 
una suerte de oligopolio entre dos empresas que prestan servi- 
cios en materia de telefonía celular, que son ANTEL, por un 
lado, y MOVICOM, por otro, aunque con fuertes intereses de 
ANTEL detrás y con una ligazón contractual de carácter muy 
fuerte. Hay también una subasta -que ya había sido anunciada 
cuando se aprobó el Presupuesto Nacional- que en la práctica 
significa que, muy probablemente, a partir de ella ingresará al 
mercado por lo menos una empresa más a prestar servicios de 
telefonía celular. Entonces, en esa instancia comentábamos que 
el Uruguay tiene aproximadamente 500.000 teléfonos celulares 
en servicio, pero eso no significa que ese mercado se vaya a 
repartir entre las tres empresas, de tal modo que a cada una le 
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correspondan unos 150.000. Decíamos que ingresábamos en 
un ámbito de competencia y que es necesario dar instrumen- 
tos jurídicos a nuestra empresa estatal ANTEL, a través de 
ANCEL, para que se mueva con mayor flexibilidad; después 
veremos cuáles son las debilidades manifiestas o más impor- 
tantes a las que se verá enfrentada en su nueva conformación 
jurídica. Y agregábamos que era bueno adelantar la posibilidad 
de que ANCEL se pudiera asociar, por dos mecanismos distin- 
tos: o bien por la asociación, en las distintas formas que ésta 
pueda tener, o bien por la comercialización de una parte de su 
paquete accionario, quedando claramente establecido que el 
60% iba a quedar en propiedad del Estado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay una moción para que se prorro- 
gue el término de que dispone el señor Senador Gallinal. 


Se va a votar. 

(Se vota:) 

-21 en 22. Afirmativa. 

Puede continuar el señor Senador Gallinal. 


SEÑOR GALLINAL.- De manera que ya, en aquella circuns- 
tancia, adelantábamos que la futura asociación o comercializa- 
ción de acciones era un hecho posterior en el tiempo; no era 
una disposición que fuera a ser de inmediata aplicación por el 
Poder Ejecutivo, entre otras cosas, porque no es un buen ne- 
gocio. Obviamente, si se va a subastar una nueva licencia para 
prestar servicios de telefonía celular, no es un buen negocio 
vender una parte del paquete accionario de la empresa estatal, 
porque, ¿quién puede tener interés en ello? Es más atractivo, 
por supuesto, adquirir la nueva frecuencia y explotar directa- 
mente los servicios, sin ningún vínculo ni ligazón, pero, ade- 
más, sin tener la gestión en manos del socio mayoritario, que 
en este caso sería el Estado. 


Tengo la convicción, además, de que cuando estemos en 
ese ámbito de competencia, ANCEL se va a ver en la necesidad 
manifiesta de disponer de mayores herramientas para esa com- 
petencia, de tener una mayor capacidad económica para sus 
inversiones, de disponer más rápidamente de nuevas tecnolo- 
gías; en definitiva, se va a ver en la necesidad manifiesta de 
asociarse. Va a llegar un momento en que, si se aprueba este 
proyecto de ley, la propia ANTEL va a venir al Parlamento a 
pedir que se le otorgue el instrumento que en su momento 
aprobó -con la exigencia de que toda asociación se hiciera por 
ley- porque es una condición indispensable para poder mover- 
se con mayor fuerza en este ámbito de competencia y va a ser 
una necesidad tan claramente palpable que el Parlamento la va 
a percibir sin tener que profundizar demasiado, porque los he- 
chos y la realidad la van a estar marcando. Por lo tanto, estoy 
seguro de que el Poder Legislativo va a terminar adjudicando a 
ANCEL esa potestad de asociarse. 


Por otro lado, como señalaba anteriormente, la realidad no 
va a marcar que el mercado de 500.000 celulares que tiene Uru- 
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guay se termine dividiendo entre tres partes iguales, porque va 
a ser mucho más grande. En el mundo, la telefonía evoluciona 
cada vez con mayor celeridad, de lo alámbrico a lo inalámbrico, 
y una de las manifestaciones principales de este último sistema 
es la telefonía celular. Cada vez más se va a profundizar en ese 
sentido, porque los costos de inversión de la telefonía alámbri- 
ca e inalámbrica son prácticamente los mismos e, incluso, em- 
pieza a percibirse una tendencia a que los costos de este último 
sistema comiencen a ser menores. En cuanto al mantenimiento, 
es mucho más barata la telefonía inalámbrica, por razones ob- 
vias, y en cuanto al ancho de banda, las posibilidades de am- 
pliar la capacidad, la calidad y la cantidad de las comunicacio- 
nes son cada vez más intensas en este sistema, con respecto al 
de la telefonía alámbrica. 


Por eso creo que es bueno formularse una pregunta en voz 
alta: ¿por qué en el Uruguay la telefonía celular es tanto más 
cara que la básica? Alguna explicación tendría que haber para 
que haya una diferencia de tres, cuatro y cinco a uno, depen- 
diendo del tipo de llamada. Sin embargo, la respuesta es que no 
hay ninguna causal para que esto así sea; no hay ningún ele- 
mento que justifique que una llamada por teléfonos celulares 
sea tres o cuatro veces más cara que por un teléfono básico. 
En todo caso, la única explicación que podría darse es que la 
introducción de la telefonía celular en el Uruguay se hizo con 
un concepto de suntuosidad y, de hecho, los primeros teléfo- 
nos celulares fueron para unos pocos, que pagaban doble o 
cuádruple, porque pagaban un precio mucho más caro por las 
llamadas que realizaban y además debían hacerse cargo de las 
que recibían. Felizmente, esto se ha superado, pero este hecho 
nos demuestra también que, como aquí se ha dicho, las tarifas 
de la telefonía en el Uruguay encubren impuestos y es una 
forma de recaudación que el Fisco tiene para generar mayores 
ingresos. Pero también es un hecho que, en la medida en que 
se empiece a seguir el camino que es necesario tomar, esas 
enormes ganancias -de las que tanto se habla- van a disminuir 
sustantivamente, a raíz de la generación de un ámbito de com- 
petencia genuino y real que, lógicamente, va a acarrear una 
reducción también importante de los precios de las llamadas. 


Además, hay otro elemento que considero muy importante 
señalar aquí porque no se lo ha mencionado o quizás no se lo 
ha hecho con la suficiente fuerza: ANCEL y MOVICOM tienen 
ganancias importantes como consecuencia de la explotación de 
los servicios de telefonía celular. Es verdad que buena parte de 
ellos encubren impuestos; realmente, esto es cierto. Pero tam- 
bién lo es que más de la mitad de los ingresos que ANCEL y 
MOVICOM perciben por el tráfico telefónico no corresponde a 
las llamadas que se realizan desde los teléfonos celulares. Ver- 
daderamente, más de la mitad de los ingresos de ambas empre- 
sas son producto de las llamadas que reciben los celulares 
desde los teléfonos fijos. Esas son las llamadas más caras que 
existen en el país. 


A su vez, también se va justificando el desarrollo de la 
telefonía inalámbrica y celular porque apareció una nueva mo- 
dalidad de prestación de servicio, que es el servicio de prepa- 
go, por el cual uno compra una tarjeta a un precio módico, 
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tarjeta que, desde luego, trata de usar lo menos posible, porque 
la llamada es carísima. Sin embargo, esa tarjeta le alcanza, le 
sirve para tener en actividad un teléfono sin pagar los cargos 
fijos que se deben abonar tanto en el caso de un teléfono 
celular común como en el del básico, común y corriente. 


O sea que vamos a presenciar una evolución de la telefonía 
celular en esa nueva implementación que hemos realizado a 
través del Presupuesto Nacional, que no va a culminar en un 
reparto del mercado actualmente existente, sino en una gran 
evolución de la telefonía inalámbrica. En un plazo no muy leja- 
no, tendremos más de un millón de teléfonos celulares en servi- 
cio y buena parte de ellos irá sustituyendo a los teléfonos fijos. 
Incluso, si se dan las condiciones que prevemos, básicamente 
a través del artículo 612, a través del cual otorgamos a ANCEL 
la posibilidad de transformarse en una sociedad anónima, dicha 
empresa seguirá siendo líder en el Uruguay en materia de tele- 
fonía celular, pero lo seguirá siendo en la medida en que dis- 
ponga de instrumentos como éste. Reitero que ANCEL seguirá 
siendo la principal empresa del país en materia de telefonía 
celular, a pesar de tener que competir -como seguramente de- 
berá hacerlo- con algunas de las más importantes empresas del 
mundo, en la medida en que a la infraestructura que hoy ya 
tiene y a la enorme clientela puedan agregarse los instrumentos 
jurídicos indispensables para que pueda moverse con la flexibi- 
lidad y la capacidad de inversión necesarias en el transcurso 
de los próximos tiempos. 


Es claro que a todo esto se sumarán algunos problemas no 
menos importantes, porque en el Uruguay de hoy hay tres em- 
presas de telecomunicaciones; en realidad, deberíamos decir 
que hay dos: ANTEL y MOVICOM, y una tercera empresa po- 
dría ser ANCEL, en la medida en que logre separarse en algún 
momento de su empresa madre. Pero cabe señalar que las em- 
presas de TV Cable que hoy están funcionando en nuestro 
país también están en condiciones de brindar servicios de tele- 
fonía por la infraestructura que tienen, aunque no porque ten- 
gan potestades jurídicas. Verdaderamente, estas empresas es- 
tán hoy en perfectas condiciones de brindar, por lo menos a 
sus aproximadamente ciento cincuenta mil clientes, su propio 
servicio de telefonía. Desde luego, también disponen de la in- 
fraestructura necesaria para prestar servicios de transmisión de 
datos a través del Cable que hoy llega a tantos hogares. 


Todo esto significa que estamos ante un mundo que cam- 
bia muy rápidamente, que es altamente competitivo y en el que 
los movimientos del mercado deben ser motivo de estudio y 
preocupación permanentes. Nosotros no podemos quedarnos 
en la legislación que tenemos, que es ya un poco anticuada. 


Por mi parte, quisiera hacer referencia a algunos datos que 
poseo en esta materia y que verdaderamente llaman la atención 
en un área como la de las telecomunicaciones, que tantos avan- 
ces ha tenido en los últimos años. De acuerdo con un informe 
del diario “ABC” de Madrid, del 1? de julio de 2001, en el primer 
trimestre de este año, hubo en Estados Unidos e Iberoamérica 
más de cuatrocientos mil despidos en el sector tecnológico, 
con el cierre de más de trescientas fábricas. El mismo medio 
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informa que la deuda de las operadoras y fabricantes con la 
actividad bancaria supera los U$S 70.000:000.000, algunos de 
los anuncios de despidos realizados en ese primer trimestre 
representan solamente unos ciento sesenta mil despidos, pero 
corresponden a grandes actores de la industria. 


En el año 2001, las empresas tecnológicas -especialmente 
las fabricantes de equipos de telecomunicaciones- apuestan a 
reducir al máximo sus costos, recortando brutalmente su perso- 
nal y desprendiéndose de sus fábricas, subcontratando la pro- 
ducción de los artículos con su marca. Retienen solamente eso 
-la marca- y lo poco que queda de sus departamentos de inves- 
tigación y desarrollo. 


Alcatel, la enorme firma francesa, ha puesto en venta cin- 
cuenta fábricas en todo el mundo, que dan trabajo a trece mil 
quinientas personas, el 17 % de su plantilla total. 


Poca esperanza queda para las inversiones tecnológicas en 
Sudamérica, si consideramos que de esas cincuenta fábricas a 
venderse, veintisiete se hallan en Europa y veintitrés en Esta- 
dos Unidos. 


Lucent Technologies despedirá a más de diez mil emplea- 
dos y venderá numerosas fábricas en Europa. 


Ericsson recortará la plantilla en quince mil personas y se 
desprenderá de centros tecnológicos en España. 


La deuda a largo plazo de Lucent, quizás aún el más grande 
fabricante de equipos de telecomunicación del mundo, ha sido 
rebajada a “Junk” por las calificadoras de riesgo SP, Moody's 
y Fitch IBCA. Esto arroja como consecuencia, según los me- 
dios de prensa, otros diez mil despidos en el futuro inmediato. 


British Telecom y ATé-T disuelven su concierto. El Sunday 
Times de Londres anunció que los dos colosos de las teleco- 
municaciones se separarán este año, para evitar continuar con 
las pérdidas de veinte millones de Libras -U$S 27:500.000- a la 
semana. 


Quiero mencionar también la caída del tráfico de Internet en 
junio. De acuerdo con un reporte del 20 de julio de 2001, en 
algunas partes del mundo, principalmente en los Estados Uni- 
dos de Norteamérica, ha empezado a caer el tráfico de Internet, 
caída que alcanzó el 3 %. 


Por otra parte, el mercado mundial de PC”s declina por pri- 
mera vez. Las ventas de chips se reducen a nivel global y el 
gasto en IT se reducirá en ciento cuarenta mil millones en tres 
años. 


He querido mencionar las noticias más frescas, queriendo 
aludir no sólo a lo cambiante que resulta el mercado de las 
telecomunicaciones, sino también a lo crítico de la situación en 
el transcurso de estos tiempos. Por eso, es vitalmente necesa- 
rio que vayamos rápidamente adecuando nuestra legislación a 
esos cambios, dando a nuestras empresas públicas -si es que 
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queremos que logren desarrollarse, como pregonamos todos- 
los instrumentos jurídicos necesarios. 


Si hoy un uruguayo llegara al país después de haber estado 
noventa o ciento veinte días fuera del territorio nacional, ajeno 
a todas las noticias vinculadas al Uruguay, y se le dijera que el 
Senado de la República está considerando un proyecto de ley 
que establece específicamente que toda posibilidad de asocia- 
ción o de comercialización de acciones referida a ANCEL nece- 
sita una ley que lo habilite, probablemente contestará en el 
mismo aeropuerto que difícilmente los Legisladores de los Par- 
tidos Nacional y Colorado, acompañarían ese proyecto de ley. 
¿Por qué? Porque confieso, señor Presidente, que en el fondo, 
me ha parecido advertir durante el análisis de este tema en 
Comisión que defensores de unas y otras filosofías, de unas y 
otras posturas en lo que refiere a las telecomunicaciones, en 
los últimos años hemos estado cayendo en varias contradic- 
ciones. Quienes creemos que hay que abrir el mercado, a través 
de los artículos 612 y 613 y hoy a través de todo este proyecto 
de ley, estamos tratando de abrir espacio a más Estado en ma- 
teria de telecomunicaciones. Quienes pretenden dar una noto- 
ria participación al Estado se oponen a los artículos menciona- 
dos o a este proyecto de ley y por eso, en alguna medida, 
están impidiendo que el Estado abra sus brazos y disponga de 
nuevas creaciones jurídicas que le permitan introducirse en el 
campo de las telecomunicaciones. 


En definitiva, creo que en esta materia le estamos dando al 
Uruguay un camino propio, interesante, inteligente, que nece- 
sita las concesiones de los distintos sectores políticos para 
poder abrirse terreno en el transcurso de los próximos tiempos. 
Lo hacemos con la plena convicción de que estamos haciendo 
las cosas bien en este terreno. 


Cuando personalmente me tocó la responsabilidad de ejer- 
cer la Dirección de ANTEL, durante todos esos años me puse 
la camiseta del Ente. Esto es muy común, ya que les pasa prác- 
ticamente a todos los que ingresan en la Dirección de empresas 
del Estado. En esa situación no se ve al país, sino que se ve a 
la empresa; se ve al país a través de la empresa y no a la 
empresa a través del país. No me arrepiento de ello. Más aún, 
creo que ANTEL es una gran empresa, tiene los empleados que 
tiene y el promedio de sueldos con respecto a los demás entes 
autónomos y servicios descentralizados que realizan actividad 
comercial e industrial es elevado debido a su capacidad de 
modernización y de penetración en el mercado. Cuando noso- 
tros defendemos esa capacidad de penetración adecuándola a 
las circunstancias, también estamos defendiendo el derecho de 
esos funcionarios. Por eso me parece interesante que esta ini- 
ciativa sea presentada, además, por el señor Senador Michelini, 
que él haya sido su miembro informante y, en definitiva, sume 
su voto para dejar muy claramente de manifiesto que éste no es 
un problema de filosofías políticas, ni de historia, sino de acti- 
tud frente a un hecho concreto. 


Convocando a firmar para el referéndum, se ha dicho insis- 
tentemente que es necesario impedir que se venda ANTEL o 
ANCEL. Este proyecto, si se transforma en ley, también va a 
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dejar muy claramente de manifiesto que ANTEL y ANCEL no 
se venden. Podrán esgrimir otros argumentos para recoger fir- 
mas e intentar derogar los artículos 612 y 613, pero no serán 
más estos porque ahora, ya no solamente para la venta -que no 
está planteada- sino para la asociación -que va a ser una nece- 
sidad- tendrá que venir ANTEL al Parlamento a manifestar que 
esa necesidad es claramente evidente y que en consecuencia 
nos solicita que aprobemos la ley y que le demos el instrumen- 
to jurídico para desenvolverse con mayor eficiencia en esos 
ámbitos de futura competencia. 


Muchas gracias. 
17) SESION EXTRAORDINARIA 


SEÑOR SANABRIA. Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR SANABRIA.- Señor Presidente: en virtud de que 
hay anotados siete señores Senadores para hacer uso de la 
palabra y que al término reglamentario de esta sesión el tema 
no va a estar agotado, formulamos moción en el sentido de que 
si no fuera así, se fije para el próximo martes 21 una sesión 
extraordinaria a los efectos de culminar con la consideración 
del orden del día que estamos tratando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción formulada. 
(Se vota:) 
26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


18) ADMISION DE CAPITALES PRIVADOS EN LA PRES- 
TACION DE TELEFONIA CELULAR TERRESTRE DE LA 
ADMINISTRACION DE TELECOMUNICACIONES (AN- 
TED 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continúa la consideración del pro- 
yecto de ley relativo a ANTEL. 


SEÑOR ASTORL.- Pido la palabra para contestar una alu- 
sión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR ASTORL.- Antes que nada reconozco que fue una 
alusión innominada, porque el señor Senador Gallinal no me 
mencionó; se trata, sí, de un concepto que yo expuse en la 
Comisión Especial de Empresas Públicas y reiteré aquí, en el 
Plenario, cuando empezamos a tratar el proyecto. Como no con- 
sidero representativo de mi pensamiento el comentario que el 
señor Senador Gallinal realizó, deseo precisar en términos rigu- 
rosos cuál es el concepto que he defendido. 


Ante todo quiero recordar que una empresa, ya sea pública 
O privada, nacional o extranjera, no es sólo su Dirección, sino 
un conjunto de elementos que se integran entre sí. Está la Di- 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-289 


rección, los trabajadores, los cuadros técnicos, la gestión, el 
producto o el servicio que se vende, el mercado en el que se 
vende, el contexto internacional, etcétera. Entonces, a una em- 
presa le puede ir muy bien a pesar de que algunos de esos 
elementos no anden bien. Esto es lo que yo traté de expresar 
respecto a ANTEL, pero no sólo referido a sus Directores, so- 
bre los cuales tengo, por supuesto, observaciones que formu- 
lar, y más que a personas, a criterios de designación. Yo ex- 
puse aquí seis conjuntos de elementos a pesar de los cuales 
ANTEL había funcionado bien. Uno de ellos está referido a los 
criterios de designación de los Directores, respecto a los cua- 
les creo que no se supo equilibrar bien la capacidad política 
con la solvencia profesional, y dije que eso está planteado para 
ANTEL y para todas las empresas públicas en el futuro. Pero 
también señalé otros aspectos que me parece muy importante 
tener en cuenta. Por ejemplo, mencioné el tema de los estatutos 
del personal, los programas de capacitación, la centralización 
excesiva de la gestión y, naturalmente, la utilización fiscal des- 
medida. A pesar de todos esos elementos, ANTEL demostró 
ser una empresa muy potente desde el punto de vista económi- 
co, tecnológico y comercial. Eso es lo que sostuve y, lógica- 
mente, lo sigo sosteniendo, señor Presidente. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Riesgo) 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Walter Riesgo).- Tiene la pala- 
bra la señora Senadora Arismendi. 


SEÑORA ARISMENDI. En primer lugar, quiero decir que 
estoy tentada a seguir la línea de razonamiento del señor Sena- 
dor Gallinal -aunque no lo voy a hacer- porque es muy intere- 
sante. El señor Senador Gallinal dice que para el Gobierno de la 
época, del Partido Nacional, cuando se propone la ley de priva- 
tización de las empresas públicas, de venta del patrimonio na- 
cional, y se aprueba, el hecho de que la ciudadanía se haya 
manifestado abrumadoramente en defensa del patrimonio na- 
cional fue un acicate para que ANTEL desplegara sus mejores 
elementos, se desarrollara, creciera y se pusiera a la altura de 
los acontecimientos desde el punto de vista tecnológico y de 
los mercados a nivel internacional. Por lo tanto, siguiendo su 
razonamiento, no habría acicate mejor para continuar desarro- 
llando ampliamente y potenciar al máximo a ANTEL que conti- 
nuar juntando las firmas y llegar al número necesario para que 
la ciudadanía se pronuncie en contra. Parecería que eso, según 
el razonamiento del señor Senador, fue un poderoso acicate 
para la inteligencia y el pensamiento de quienes gobernaban en 
ese momento. No dudo que haya sido así en una parte ya que 
efectivamente debe haber sido un esfuerzo muy grande para 
quienes en mi opinión -y con esto no estoy calificando sino 
constatando un hecho- tienen una corriente de pensamiento 
que apunta a la venta y a hacer que el mercado, entendiéndolo 
como libre, regule en última instancia. Además, cuando habla- 
mos de Estado -y este proyecto, como se decía recién, parece- 
ría que lo fortalece- creo que se plantea una confusión. Estoy 
hablando de esta iniciativa y de todas las que hemos tratado 
en esta Legislatura y en la anterior y, si bien no tengo tiempo 
de hacer un desarrollo ahora, sí puedo efectuar una enumera- 
ción. Lo que se ha fortalecido -reforma constitucional median- 
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te, además- ha sido el Poder Ejecutivo, no el Estado, del cual 
aquél es parte; pero no es el Estado cuando nos referimos a él. 


En realidad, las afirmaciones del señor Senador Gallinal me 
resultan un acicate para salir a juntar firmas. Evidentemente, si 
el pronunciamiento abrumador de la ciudadanía en 1992 fue el 
elemento que permitió que ANTEL se transformara, que crecie- 
ra, que lograra todo ese reconocimiento a que hacían alusión 
los señores Senadores Gallinal, Astori y Gargano -en esto coin- 
cidimos, así como lo hacen los estudios, los datos que nos 
ponen a disposición el sindicato, SUTEL, y los economistas 
que han participado en la elaboración y en el análisis de la 
situación de ANTEL- reitero que deberíamos proponerle, a to- 
dos los aquí presentes, salir a juntar firmas, empezando por 
firmar nosotros mismos, ya que nunca es tarde para hacerlo. 


Con respecto al proyecto en discusión, tenemos dos pro- 
blemas serios. Uno es que este proyecto refiere a los artículos 
612 y 613 del Presupuesto Nacional que nunca se discutieron 
en profundidad, ya que hacerlo en su momento hubiera signifi- 
cado realizar un análisis profundo relacionado con la situación 
de la empresa pública ANTEL, con el desarrollo de las comuni- 
caciones, pero en un marco determinado de país, en función de 
a quién beneficia y de cuáles son los caminos que se deben 
transitar, según sea la concepción que se tenga sobre el desa- 
rrollo del país. 


Esa discusión no la llevamos a cabo, así como no llevamos 
a cabo la referida al Puerto, a la terminal de contenedores, más 
allá de las exposiciones abundantes, por momentos brillantes, 
del señor Ministro sobre el tema. Reitero, que una discusión 
concreta, en profundidad, sobre esto no se dio. Así, hoy esta- 
mos discutiendo un proyecto de ley que enmienda o intenta 
enmendar -creo que ese es el objetivo, el interés de quienes lo 
propusieron- dos artículos del Presupuesto Nacional: el 612 y 
el 613. Sin embargo, para nosotros la única enmienda que estos 
artículos pueden tener, en función de lo que significan, es su 
derogación. Esta es la discusión en que nos encontramos en la 
tarde de hoy. 


Por lo tanto, para saber qué intenta corregir el proyecto que 
tenemos sobre la mesa, debemos saber qué plantean los artícu- 
los a los que hice referencia. Acá todo el mundo ha afirmado 
-los representantes del Directorio de ANTEL, los del Poder Eje- 
cutivo, el super Ministro del super Ministerio que es la Oficina 
de Planeamiento y Presupuesto, cuando concurrió a la Comi- 
sión Especial de Servicios Públicos representando a la URSEC- 
que no está previsto vender acciones, ni vender la empresa. 
Esto se dijo enfáticamente, se repitió en Sala al comienzo de la 
discusión y lo expresó el Directorio de ANTEL en la Comisión. 
Se argumenta que el día en que éste u otro Gobierno considere 
relevante la venta de las acciones tendrá que pasar por la ley 
que, de hecho, reclama el artículo 188 de la Constitución, al que 
remite este proyecto que tenemos sobre la mesa. 


Entonces, el primer problema que señalábamos en Comisión 
y que queremos reiterar en este momento es la aparente redun- 
dancia de este proyecto de ley con respecto a un mandato 
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constitucional. Al respecto, hemos sostenido que para este tipo 
de asociaciones, para este tipo de negocios que realizan las 
empresas del Estado, hay que remitirse al artículo 188 de la 
Constitución que, en este sentido, es muy claro. 


Se ha dicho en la discusión y en la Comisión -y podríamos 
estar de acuerdo; aquí está el señor Senador Korzeniak, que me 
puede corregir desde el punto de vista estrictamente jurídico- 
que lo que abunda no daña y que si volvemos a remitir el 
proyecto al artículo 188, igual tendría su valor. Sin embargo, 
parece que no hay interés en vender. Este Gobierno -y me refie- 
ro a la coalición cuando hablo de Gobierno- dice que no tiene 
previsto vender. Respeto al Partido Nacional porque vemos 
que ha sido consecuente y persistente -tanto cuando fue Go- 
bierno, como cuando no lo fue- al presentar, en cada comienzo 
de Legislatura, el proyecto de privatización de todas las empre- 
sas del Estado, el paquetito en el cual se encontraban ANTEL, 
UTE, el Banco de Seguros del Estado, etcétera, prolijamente 
reiterado en sucesivos proyectos de ley. Personalmente, puedo 
respetar esa concepción, ya que tenemos una larga historia, de 
décadas, sobre cómo se hacen los acuerdos, cómo se tejen y 
dónde hay que ceder cuando se tiene un proyecto común. Creo 
que la coalición tiene un proyecto común, que me parece res- 
petable. Sin embargo, retroceden al planteo que hace el artículo 
612, que acota -en Comisión fue un señalamiento que realizó el 
Partido Nacional- el 40% de las acciones. El artículo 612 señala 
que con autorización del Poder Ejecutivo se puede comerciali- 
zar hasta el 40% del paquete accionario y que si es más del 
40%, se requerirá autorización del Poder Legislativo, por ley 
dictada al efecto. No comprendo, señor Presidente, que el pro- 
yecto que hoy tenemos a consideración diga que para hacer lo 
mismo que expresa el artículo 612 -pero en toda su dimensión, 
no en un 40%- se requerirá autorización previa del Poder Legis- 
lativo. ¿No sería más sencillo, más prolijo, más nítido desde el 
punto de vista jurídico, derogar el artículo 612? Hasta se podría 
dictar una ley que dijese: “En caso de que a algún Gobierno se 
le ocurra vender las acciones, se requerirá una ley”, tal como lo 
expresa el artículo 188 de la Constitución. Pienso que también 
sería redundante, pero sería más limpio -cuando digo limpio, me 
refiero a la pulcritud, no a las intenciones- que decir que se 
autoriza al Poder Ejecutivo a vender el 40% y que si es más del 
40% se precisa ley, y acto seguido determinar que para hacer 
todo eso se necesita una ley. 


Personalmente, considero que todo esto es una gran confu- 
sión, que no es algo prolijo y que desde el punto de vista de la 
norma, lo más sencillo sería derogarlo y elaborar una disposi- 
ción de otro tipo, porque además, no se sabe para qué sirve. Si 
en realidad -tal como ha expresado el Presidente de ANTEL y 
se ha dicho acá- no hay intención de vender y, en caso de que 
la hubiese, se aprobaría una ley, ¿por qué hay esta especie de 
empecinamiento? Tal vez haya un acuerdo que nosotros, como 
fuerza política, desconocemos. Entonces, que se limpie la mesa, 
que se disponga discutir en los términos que nosotros compar- 
timos, que se planteaban aquí y en la Comisión. 


Estamos de acuerdo en que hay que discutir cómo se va a 
realizar la transformación, cómo estar a la altura de los desafíos 
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de la época y cuáles son los caminos a seguir. En ese sentido, 
podríamos ponernos de acuerdo, o no, sobre todas las medidas 
a tomar, pero lo que está claro es que esa discusión no se ha 
llevado a cabo. Estamos siguiendo un procedimiento barroco, 
legislación sobre legislación, una especie de “clásicos engan- 
chados” que, en definitiva, pone sobre la mesa la pregunta de 
si se tiene intención de vender y para eso se necesita ley, o no 
se tiene tal intención. Si no se tiene, para qué hacemos todo 
esto, ya que se pierde tiempo, papel, tinta -ahora que estamos 
tan ahorrativos- en sesiones de Comisión y de la Cámara. 


Además, del mismo modo que en el Puerto -en ocasión de 
la comparecencia del señor Ministro Cáceres expresé que es 
bravo, porque a uno le tocan la túnica cuando se dice que se 
va a vender para invertir en edificación escolar- aquí pasan 
cosas curiosas. 


Seguramente las vamos a analizar cuando estudiemos la Ren- 
dición de Cuentas, porque resulta que la cifra tan celebrada de 
lo recaudado para edificación escolar -o reparación, porque este 
punto también está en discusión- coincide, quizás por esa pi- 
cardía de los números, con la cifra de recorte en inversiones y 
de ahorro forzoso que inclusive se plantea a través del Acta 22 
del CODICEN, respecto a todos los organismos vinculados a la 
Administración Nacional de Educación Pública. Frente a esto 
uno puede decir: ¡Qué casualidad! Qué casualidad que la orden 
que se da en el sentido de no ejecutar, de no pedir y de no 
invertir y que figura en el Acta 22, cuando se va a los números 
-reltero que seguramente esto lo vamos a ver cuando se trate la 
Rendición de Cuentas- es coincidente con la cifra de lo que se 
recaudó por subasta para edificación escolar. En consecuencia, 
uno se vuelve -aunque me hice la autocrítica- malicioso aunque 
no tanto como debería, pues debería serlo aún más y empezar a 
buscar cómo se plantean todas estas cosas. 


Esto es similar a la curiosa situación de cifras que se dio 
cuando PLUNA pluriconsorcio vende en las Bolsas de Nueva 
York y París, por valor de U$S 5:000.000, acciones con respecto 
a la cooperativa de telecomunicaciones que en realidad le co- 
rrespondían a PLUNA-Estado. En ese mismo momento -lo he- 
mos dicho públicamente acá- aparece un avance, por primera 
vez no había déficit y la cifra era justamente de U$S 5:000.000. 
Por todo esto es que me refiero a la picardía de las cifras. 


En el discurso todos estamos de acuerdo en que hay que 
proporcionarle a ANTEL herramientas para competir, pero el 
problema es si somos capaces de pensar unilateralmente, en un 
solo carril y de manera dogmática para resolver el tema, o si 
estamos dispuestos a abrir todos la cabeza y debatir sincera- 
mente sobre cuál debe ser el futuro de este Ente. Todo esto, en 
el entendido de empresa que mencionaba el señor Senador As- 
tori hace un momento, pero, además, entendiendo -como lo 
hacemos todos nosotros- lo que ello significa para el país. ¿Por 
qué digo que se piensa en un solo carril o dogmáticamente? 
Porque cuando acá se plantean los problemas que existen para 
competir, recuerdo los mismos argumentos que se plantearon 
en el año 1992. Ya escuché todo esto; ya escuché cuando se 
decía que nunca íbamos a llegar a la digitalización, ni a la tele- 
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fonía celular y que nos iban a pasar todas las macanas y desas- 
tres, así como que se vendrían abajo no sólo ANTEL y UTE, 
sino todo. Sin embargo, ANTEL parecía ser -como señalaba la 
señora Senadora Dalmás- algo así como “las joyas de la abue- 
la” que se iban a ir al diablo si realmente no se llegaba a la 
venta. 


El tema también pasa por saber qué cosas se necesitan. 
Aquí se ha hablado claramente y lo hacía muy bien el señor 
Senador Astori cuando se refería al problema de los aportes a 
la seguridad social, al IVA y al ICOME. Asimismo, en el artícu- 
lo 612 se plantea que los funcionarios de ANTEL podrán optar 
por permanecer en el Ente -estamos hablando de esta sociedad 
anónima- O hacer una solicitud a la empresa en régimen de 
derecho privado. También podríamos estudiar en algún mo- 
mento cómo mejorar el Derecho Público, porque estoy total- 
mente de acuerdo en que hay muchas cosas para mejorar y 
superar. Sin embargo, también he escuchado aquí -no sólo por 
parte de nosotros que somos la oposición, la izquierda, sino 
también por parte de otros señores Senadores del Gobierno- 
decir -y lo comparto- que no todo lo que es privado ni todo lo 
que está dentro de las normas del Derecho Privado está bien o 
funciona correctamente por el solo hecho de ser privado. Este 
es un argumento que hemos escuchado muchas veces, pero 
que hay que demostrarlo, lo que aún no ha sucedido. Esto no 
ha ocurrido porque gran parte de los negocios que se hicieron 
bajo esa concepción no funcionaron, por decirlo de una mane- 
ra cuidadosa. Al respecto puedo hablar del Puerto y decir lo 
mismo; es más, si leemos las versiones taquigráficas veremos 
que se trata de los mismos argumentos por los cuales se disol- 
vió Subsistencias y se convirtió en el INA persona pública no 
estatal, aunque después hubo que absorberlo porque no fun- 
cionó. Por otra parte, me consta que muchos señores Senado- 
res que se espantaron con los resultados, honestamente creían 
que si esto se pasaba al Derecho Privado y se transformaba 
con esa modalidad iba a funcionar mejor. Sin embargo, no fun- 
cionó mejor, y los costos, como siempre, los terminó asumien- 
do el conjunto de la sociedad. 


Por otro lado, se habla del monopolio de las telecomunica- 
ciones. A esta altura ya tenemos el centro de llamados de las 
zonas francas. A propósito de esto aquí se señalaba que las 
nuevas tecnologías perforan el monopolio, como algo medio 
imparable, imposible de medir o mágico. No obstante, en otros 
países del mundo, fuertes y dueños de este fenómeno que al- 
gunos llaman de globalización, las nuevas tecnologías no per- 
foran, se protegen y lo hacen bien; se protegen con legislacio- 
nes frente a las cuales las nuestras parecen de “guante blan- 
co”. Se defienden y fuertemente. Frente a esto me pueden decir 
que nuestra dimensión no nos permite colocarnos en esa situa- 
ción, pero tampoco se trata de jugar el papel de hacer todo lo 
posible para que otros compitan con nosotros en mejores con- 
diciones y, a mi juicio, eso es lo que sucede con la Unidad 
Reguladora que también aparece “colada” en esta discusión y 
sobre lo cual el Directorio de ANTEL dice que no tiene ni idea. 
Luego -y no menciono esto por un problema de enemistad per- 
sonal con el contador Davrieux, sino simplemente porque es 
repitente del superministerio Oficina de Planeamiento y Presu- 
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puesto que con la reforma constitucional nosotros advertíamos 
que iba a tomar mayores poderes- cuando llamamos a la Uni- 
dad Reguladora de Servicios de Comunicaciones, naturalmente 
y como no podía ser de otra manera, estábamos ante la presen- 
cia del Poder Ejecutivo. Además, se señala que no se puede ser 
juez y parte, mientras que allí el Poder Ejecutivo lo es. 


Por otro lado, curiosamente y en aras de cosas sobre las 
que estamos de acuerdo, lo que se pretende -como decía el 
contador Davrieux- es abaratar costos -también lo señalaba hace 
un momento el señor Senador Gallinal- que sea más barato para 
la población, que se regule y que se permita ver cómo funciona 
el mercado, es decir, toda una serie de elementos que dicho en 
titulares podríamos compartir, pero ¿qué sucede en los hechos? 
En la realidad, lo que se está haciendo es armar la competencia 
para competir con ANCEL. Entonces, es realmente rara la forma 
en que negociamos, inventamos o fomentamos a los competi- 
dores. Seguramente, algún economista defensor de estas con- 
cepciones podría explicar cómo es que el Estado hace todas 
estas cosas; lo hizo con ANCAP y con el portland. Precisa- 
mente, hace unos días, el señor Ministro de Transporte y Obras 
Públicas, en una exposición interesante, nos explicaba cómo 
estamos trabajando para algo que algunos infructuosamente 
peleamos. Me refiero a la existencia de una planta liviana de 
cemento portland en la zona de Treinta y Tres o de Cerro Lar- 
go. Ahora se nos informa que van a venir los brasileños y que 
ya hay venta de esas tierras y de la caliza, punto sobre el cual 
el señor Senador Nin Novoa sabe cuánto hemos insistido, in- 
cluso, durante la acción del anterior Directorio de ANCAP. Quiere 
decir que no sólo se fomentó a la competencia en Minas, sino 
que ahora nos anuncian que estamos impulsando, apoyando y 
desarrollando la competencia para terminar de matar el portland 
de ANCAP. ¿Por qué no se dice esto directamente? Voy a aven- 
turar una respuesta: no se hace porque este es el país en el 
cual, cuando se quiso hacer un gran paquete en los primeros 
cien días del Gobierno del doctor Lacalle, la ciudadanía por 
abrumadora mayoría dijo que no. Entonces, se entendió -esta 
es mi interpretación- que en Uruguay, en paquete, en shock 
-como se hizo en Argentina, en Chile durante la dictadura y en 
otros países- las cosas no caminan; hay que hacerlo despacito 
y de a pedazos. Esa es la política que se lleva adelante. Sería 
mucho más transparente una discusión real sobre el tema por- 
que, en definitiva, este proyecto de ley que hoy tenemos en 
discusión eso es lo que hace. 


La segunda versión -por lo menos, la que yo conozco- de la 
propuesta del señor Senador Michelini, hablaba no solamente 
de la admisión de capitales privados o la venta de acciones en 
la prestación de servicios de telefonía celular terrestre, sino 
también de la transmisión electrónica de datos. En la Comisión 
de Empresas Públicas pregunté por qué a la tercera versión, 
que ahora estamos considerando, se le había borrado lo relati- 
vo a la transmisión electrónica de datos. Fue bastante trabajo- 
so que alguien contestara por qué se había quitado. Insistimos 
bastante en esto. Además -lo confieso sinceramente- aspiraba 
a que se me contestara para no tener que responder yo que, en 
realidad, se había sacado esa parte porque ya en abril de este 
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año había marchado claramente todo lo que tiene que ver con 
la transmisión electrónica de datos. En la oportunidad señala- 
da, se mencionó, a modo de respuesta, a ANTEL DATA; pero 
ya lo sabíamos. 


En la resolución del Directorio de ANTEL se expresa clara- 
mente que se hizo el análisis técnico-estratégico y la proyec- 
ción de las herramientas; también se analizó lo que ocurría con 
las empresas competidoras, el posicionamiento de la empresa 
como operador dominante y sus debilidades. Es interesante lo 
que se indica respecto a este último punto. Concretamente, se 
expresa que “las debilidades de ANTEL, especialmente su fuer- 
za de venta insuficiente y no especializada, la falta de flexibili- 
dad en la política de precios, las rigideces asociadas a la publi- 
cación de boletines de tasas y tarifas como Administración 
Pública, el régimen de compras inadecuado y los inconvenien- 
tes para la constitución de alianzas y asociaciones estratégicas 
con operadores de índole internacional, esenciales para ofrecer 
soluciones integrales, competitivas y aceptables para las casas 
matrices de los clientes, se enfrentan simétricamente a las forta- 
lezas de nuestros competidores”. 


Por último, luego de que en dicha resolución se hace una 
serie de consideraciones, se dispone que la Gerencia General 
brinde todos los datos a fin de que el Directorio solicite al 
Poder Ejecutivo autorización para la incorporación de la subsi- 
diaria, como forma jurídica de sociedad anónima que se había 
propuesto. 


Entonces, resultaría absurdo que en el mes de julio se estu- 
viera discutiendo un proyecto que estableciera que para hacer 
esto se necesitaba una ley, cuando ya se estaba haciendo. 
Esto ocurrió, porque hay leyes que lo habilitaban. Podemos 
discutir una serie de temas en los que no quiero entrar ahora; 
por ejemplo, si dentro de la Ley de Presupuesto se pueden 
votar determinadas cosas. Pero el hecho concreto es que era 
absurdo estar negociando o discutiendo para ver cómo nos 
poníamos de acuerdo sobre este tema cuando, en realidad, ya 
se estaba haciendo. Esto no fue una información misteriosa. 
Fue de publico conocimiento; inclusive, se publicó en los dia- 
rios. 


En consecuencia, pensamos que hubiera sido bueno -acla- 
ro que no me refería al señor Senador Michelini- que la discu- 
sión se efectuara con todos los elementos encima de la mesa, 
es decir, que se dijera que se sacó esa parte del proyecto por- 
que, en realidad, como ya se está procesando, materializando, 
no tiene sentido establecer que para ello se requiere una ley 
previa. 


(Ocupa la Presidencia el señor Hierro López) 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Me permite una interrupción, señora 
Senadora? 


SEÑORA ARISMENDI.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Senador. 
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SEÑOR MICHELINI.- Creo que la intervención de la señora 
Senadora Arismendi pone el punto de discusión donde tiene 
que estar. Hoy en día existe un marco legal que le permite a 
ANTEL y al Poder Ejecutivo asociarse en un porcentaje equis 
en lo que es la transmisión electrónica de datos. Y así se está 
haciendo. Ese mismo marco, a través de los artículos 612 y 613, 
le permite vender hasta un 40% de la telefonía celular. Esto es 
lo que tenemos hoy. Por eso hemos planteado una primera 
versión del proyecto, a fin de que la telefonía celular no se 
venda si no se realiza una discusión parlamentaria previamente, 
es decir, si no se cuenta con una nueva autorización. En el 
transcurso de la discusión en la Comisión, nos dimos cuenta 
de que ANTEL ya estaba avanzando con respecto a la transmi- 
sión electrónica de datos; el sindicato, SUTEL, formuló una 
serie de fundamentos, y pensamos que también había que agre- 
gar eso. Aclaro que esto se acordó mediante conversaciones 
con algunos señores Senadores pertenecientes al Partido Na- 
cional y otros al Partido Colorado. 


Luego, el Directorio de ANTEL trasmitió sus inquietudes y 
convenció de lo inoportuno de aquella propuesta; no nos con- 
venció a nosotros. En función de eso, se realizó una discusión 
en la Comisión -notoriamente no abundante- en la cual un se- 
ñor Senador perteneciente a la mayoría preguntó a otros Sena- 
dores si estaban dispuestos a votar el proyecto en la segunda 
versión que yo planteé, es decir, que se incorporase lo relativo 
a la transmisión electrónica de datos. Se respondió que no. 
Entonces, esa posibilidad, hasta ahora, quedó trunca. 


¿Cuál fue mi razonamiento? Para esta explicación solicito, 
señor Presidente, generosidad de tiempo. Mientras haya auto- 
rización, como ahora, para que el Poder Ejecutivo y ANTEL 
puedan disponer en la transmisión electrónica de datos y en 
ANCEL, lo van a hacer. Ya se ha avanzado en el tema de la 
transmisión electrónica de datos. Que me disculpe el señor Pre- 
sidente, pero por más que el Gobierno diga una y otra vez que 
no va a disponer de las acciones de ANCEL, no sé sí dentro de 
seis meses o un año tendremos el mismo elenco ministerial e 
idénticas mayorías. Es más, la situación de Caja de este Gobier- 
no es tan delicada y el recurrir a endeudamiento externo es una 
operación tan compleja, que no estoy seguro de si en el futuro 
alguien pueda sugerir que ahí tenemos un recurso a la mano. 
Además, el artículo 612 comenzó como un recurso de Caja, 
porque se necesitaba para el Banco de la República. Luego de 
que se votó empezó una discusión pública. Muchos -entre ellos 
quien habla, que no había acompañado los artículos 612 y 613- 
decíamos que el tema de las telecomunicaciones no se podía 
ver como un recurso de Caja, sino desde una perspectiva ten- 
diente a dar un buen servicio a la población. Para ello, debemos 
fortalecer ANTEL y dejar la competencia. 


Concretamente, mi interrupción a la señora Senadora Aris- 
mendi tiene como fin lo siguiente. Si nada se vota, salvo la 
perspectiva de la iniciativa ciudadana, se podrá vender hasta el 
40% de las acciones de ANCEL. Si se vota el texto tal como 
está, no se podrá vender la telefonía celular. Podremos mante- 
ner discusiones y quien habla, seguramente, coincidirá con mu- 
chas de las cosas que está planteando el Encuentro Progresis- 
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ta-Frente Amplio. Si se incorporara la transmisión electrónica 
de datos -lo cual todavía es posible- también se requeriría auto- 
rización parlamentaria para disponer de ello. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha llegado a la Mesa una moción 
para que se prorrogue el tiempo de que dispone la señora Se- 
nadora Arismendi. 


Se va a votar. 

(Se vota: ) 

-18 en 19. Afirmativa. 

Puede continuar la señora Senadora Arismendi. 


SEÑOR ASTORL.- ¿Me permite una interrupción, señora Se- 
nadora? 


SEÑORA ARISMENDI.- Con mucho gusto. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Senador. 


SEÑOR ASTORL.- Quisiera hacer dos precisiones con res- 
pecto a la reciente intervención del señor Senador Michelini. 
Señaló que de acuerdo con la norma vigente, es decir, el artícu- 
lo 613 de la Ley de Presupuesto, se pueden hacer asociaciones 
hasta en un porcentaje equis. En realidad, no es así, ya que no 
hay ningún porcentaje equis, “y” griega ni de modalidad algu- 
na en el artículo 613 de la Ley de Presupuesto. 


Lo que se puede hacer, según el segundo numeral del 
artículo 4” que contiene el 613, es cualquier tipo de sociedad o 
consorcio de capital público o privado sin limitación de por- 
centaje alguno. 


La segunda precisión que quiero hacer es que aunque se 
incorpore la trasmisión electrónica de datos, en el supuesto 
caso de que se aceptara, todo sigue igual, porque la única 
modalidad a la que alude el proyecto de ley que estamos discu- 
tiendo es la admisión de capitales privados en la empresa pú- 
blica. 


El artículo 613 de la Ley de Presupuesto va mucho más allá 
de la admisión de capitales privados en la empresa pública, y 
digo esto, porque si se lee el numeral segundo al que acabo de 
hacer referencia, podrá observarse que se hace alusión a socie- 
dades o consorcios de capital público o privado, radicados en 
el país o en el exterior, que tengan por objeto la prestación de 
servicios de telecomunicaciones; o sea que la disposición no 
refiere solamente a la admisión de capitales privados en el seno 
de la empresa pública. Es solamente una modalidad empresa- 
rial, seguramente no proyectada para el futuro, porque en el 
contexto actual es la menos importante de todas las que se 
pueden adoptar. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar la señora Senadora 
Arismendi. 
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SEÑOR MICHELINI.- ¿Me permite una interrupción, señora 
Senadora? 


SEÑORA ARISMENDI - El señor Senador Michelini me so- 
licita una interrupción, pero como lo voy a aludir, a los efectos 
de que él me pueda contestar, pienso que será mejor que lo 
haga después que yo concluya. 


Efectivamente, tal como señalaba el señor Senador Astori, 
el punto es que nosotros queremos demostrar, en primer lugar, 
que el proyecto de ley que tenemos en discusión, en lo que 
refiere al artículo 612, no lo modifica, y no hace más que remen- 
darlo. Es más, nosotros creemos -en realidad sabemos- que el 
artículo 612 no era a lo que aspiraban el Directorio de ANTEL y 
el Poder Ejecutivo, lo que así expresaron y señalaron cuando 
manifestaron que estaban muy conformes con el artículo 613. 
Creemos -esto sí es una suposición- que el artículo 612 lo que 
hace es, diría, como poner al desnudo o revelar más el conteni- 
do del tema; hubiera sido mucho más árido explicar lo que dice 
el artículo 613 que explicar el 612. Pero, en definitiva y tal como 
señalaba el señor Senador Astori, sólo con el artículo 613 ya se 
podía instrumentar lo que establece el 612; entonces, no se 
precisaba el artículo 612. Esto nos hace pensar que es un 
artículo del Presupuesto totalmente inútil. Sin duda, es inútil 
para nosotros, pero lo es también para el objetivo que se ha 
desarrollado acá; es inútil para la coalición de Gobierno, no 
sirve para nada, porque si se eliminara, con el 613 se puede 
hacer lo que se establece en el 612 y mucho más. Es cierto 
-esto lo señalaba el Partido Nacional en la Comisión- que no 
está acotado al 40%; en realidad -como decía el señor Senador 
Astori- no es ni equis, ni zeta, ni “y” griega, ni nada por ciento; 
no tiene ningún límite, y lo único que se dice en el artículo 6” es 
que la representación de ANTEL no será inferior a la participa- 
ción en el respectivo capital, que no se sabe cuál es. Esto es 
algo similar a lo que ocurría cuando analizábamos el tema de la 
Terminal de Contenedores: son tantas series A y tantas series 
B, pero como unas se pueden transformar en otras, también la 
presencia en los Directorios se modifica en función de ese por- 
centaje; pero acá no se dice cuánto es. Ese artículo dice tam- 
bién que, previa autorización del Poder Ejecutivo, ANTEL po- 
drá constituir por sí dichas sociedades, mediante resolución 
unánime de su Directorio, que tendrá el contenido tal y cual. 
Más adelante agrega que la emisión de acciones de estas so- 
ciedades en favor de terceros o su posterior venta a terceros 
por ANTEL se realizará, previa autorización expresa del Poder 
Ejecutivo, mediante procedimientos que aseguren la igualdad 
entre los interesados en su adquisición, tales como licitación, 
remate, negociación en Bolsa de Valores u otros similares. 


Ahora estamos con la moda de la subasta. El otro día se 
señalaba -y creo que algunos representantes del Gobierno lo 
han dicho- que no es un instrumento que sirva para todo, pero 
el hecho es que estamos en la onda de los remates y las subas- 
tas, los cuales son muy gráficos para la opinión pública, pues 
se remata la Terminal, se remata ANTEL o por lo menos parte 
de la empresa; por lo tanto, ANTEL “está en remate”, aunque 
no se dice cuánto se remata. 
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Comprendo que esto está dentro de la concepción del Go- 
bierno, pero aspiraría a que pudiera salirse del carril unilateral 
en el que se razona porque, realmente, pensamos que el camino 
va por otro lado y no por el de profundizar y apurar. Lo decía 
muy bien el señor Senador Michelini: con la necesidad de Caja 
que hay, la tentación de pasar a Caja es muy grande. Lo que 
sucede es que esa tentación es muy grande en determinada 
concepción, pero se puede pensar de otra manera, y así lo 
planteó nuestra fuerza política en la Comisión de Servicios Pú- 
blicos. Nuestro planteo coincide además con el de la señora 
Presidenta de SUTEL, María del Carmen Zurano, quien expre- 
saba en la Comisión que no es cuestión de cerrarse a todos los 
caminos que permitan posibles asociaciones o alianzas en el 
futuro. No necesariamente debe incorporarse el último alarido 
de la moda. En materia de tecnología de punta, no siempre se 
necesita salir fuera del país; tenemos aquí condiciones, ade- 
más, para desarrollar esta área, de modo tal que desarrollaría- 
mos mucho más el país en su conjunto, en lo económico, en lo 
cultural y en su perspectiva. Tantas veces se ha dicho que es 
inteligencia y su producto lo que podríamos estar colocando 
en el exterior. Hay ejemplos muy recientes, como las UPA u 
otros en los que hemos demostrado que el país está en condi- 
ciones de hacer ese tipo de proyectos. Por lo tanto, hay otros 
caminos que se pueden explorar. Eso sí, hay que salirse del riel 
unipensante en el sentido de estar aprisionado en determinado 
modelo. Ya que estamos hablando de teléfonos, quiero recor- 
dar que, de hecho, el ingeniero Bracco expresó que necesita 
una ley de “manos libres”. Así lo manifestó cuando se trató el 
tema de la necesidad de subsidiarias, ocasión en la que insistió 
en el riesgo que tiene la volatilidad de muchos de estos nego- 
cios y que, por lo tanto, la posibilidad de distintas subsidia- 
rias podrían, de alguna manera, atemperar el riesgo que corre 
ANTEL, en tanto pueden naufragar algunas de éstas sin que 
naufrague el patrimonio o la empresa en su conjunto. Para ello, 
al parecer, se necesitan “leyes de manos libres”. 


Pensamos que este intento -en mi opinión, honesto- de atar 
alguna mano, que propone el señor Senador Michelini, en reali- 
dad, no lo hace. Queremos demostrar que el proyecto que tene- 
mos a consideración no ata las manos, sino que permite que 
continúe todo lo que está planteado en la modificación de la 
Carta Orgánica de ANTEL. Por eso decimos que solamente con 
el artículo 613 hubiera alcanzado para avanzar en ese sentido. 


No puedo dejar de hacer en esta intervención una referen- 
cia al tema de los enfrentamientos. En primer lugar -lo había 
dicho el señor Senador Gargano en la sesión anterior y lo quie- 
ro enfatizar- no me parece correcto -no quiero decir que se 
amenace- que se diga o se sacuda la posibilidad de que en 
caso de que se junten las firmas, la Corte Electoral ni siquiera 
las va a considerar y las va a anular. Los hechos suceden 
juntos, y eso nos hace pensar que hay una relación de causa y 
efecto. Lo dijo el señor Senador Gargano en la sesión pasada. 
No logramos que se nombren y se integren nuevamente los 
organismos de contralor de acuerdo con la nueva situación 
política del país. Junto con eso, simultáneamente, se dice que 
esta Corte Electoral que tenemos hoy -no sé si se acuerdan, 
pero es la misma que decía que aquellas papeletas por el Sl a la 
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marihuana, eran el Sl a la reforma constitucional- en algún mo- 
mento va a decir que las firmas y las huellas digitales no co- 
rresponden y ni siquiera las va a analizar. 


Se trata de la misma Corte que no revisó desde el punto de 
vista del registro patronímico las firmas relativas a la seguridad 
social. Al respecto, no tenemos más remedio que pensar que, 
de alguna manera, dos hechos simultáneos tienen cierta rela- 
ción. Ojalá no sea así y la realidad nos demuestre que estamos 
profundamente equivocados en el sentido de que no existe 
ninguna relación entre lo que señalaba el señor Senador Galli- 
nal con respecto al tema y el hecho de que no hubo forma de 
lograr un acuerdo cuando parecía que se había llegado a una 
solución para integrar una nueva Corte Electoral. 


Otro aspecto que tampoco quiero dejar pasar es que se 
hable de abrir los baúles apolillados con olor a naftalina y se 
empiecen a sacudir trapos viejos cuando estamos frente a un 
debate de estas características. No le hace mal a la democracia 
discutir sobre el destino del país. No le hace mal a la democra- 
cia discutir sobre el destino de sus empresas ni sobre el desti- 
no del patrimonio del Estado. No le hace mal a la democracia 
discutir sobre proyectos diversos de país y confrontar en el 
sentido de cotejar opiniones que pueden ser totalmente contra- 
dictorias y antagónicas. Digo esto porque estoy convencida 
de que se trata de concepciones que corresponden a diversos 
posicionamientos políticos ideológicos que tienen que ver con 
posicionamientos de distinta clase. Ahora bien, no sacudamos 
trapos viejos. Decir que esto puede llevar a una confrontación 
que el país ya tuvo, no me parece que le haga bien a la demo- 
cracia, como tampoco me parece que le favorezca hablar de 
cosas que suenan, por lo menos, a naftalina, para no decir a 
amenazas. Creo que la discusión dentro de ciertos marcos y 
con una gran información, así como el debate político, le hace 
bien a la democracia, señor Presidente. Lo que no le hace bien 
a la democracia es, por ejemplo, escamotear al Parlamento las 
discusiones políticas o que las mismas no tengan ningún tipo 
de repercusión. Aquí tienen más importancia aspectos anecdó- 
ticos -que, por cierto, no son menores, pero sí accesorios, tales 
los referidos a algunos acontecimientos de las últimas horas- 
que los problemas de fondo. Sospecho -tal como lo demuestra 
esta presencia tan “abrumadora” que tenemos en Sala cuando 
discutimos estos temas y como sucede normalmente- que lo 
mismo va a pasar con el análisis de este proyecto de ley. No es 
verdad que a la gente no le importe todo esto, lo que sucede es 
que para que ello suceda -y este es uno de los fundamentos 
varelianos de la democracia y de la laicidad- tenemos que pen- 
sar que nadie opta por lo que no conoce y, para poder elegir 
responsablemente y discutir en forma abierta los asuntos, hay 
que saber y, por ende, tener acceso a toda la información. Ello 
no es posible cuando la información se da sesgada o cuando 
se fundamenta de manera de que se puedan despertar viejos 
reflejos de angustias, dolores o temores en la opinión pública. 


Por último, señor Presidente, quiero señalar que el proyecto 
de ley que tenemos en consideración no debería ser aprobado 
y sí tendríamos que discutir sobre la base de la situación real 
que tiene ANTEL. Me refiero a la necesidad de modificación de 
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muchos aspectos, algunos de los cuales tienen que ver con 
proyectos de ley y otros con prácticas como la del clientelismo 
político y las que se han señalado, que se han podido apreciar 
a lo largo de su historia. Por ahora, nosotros no tenemos nada 
que ver con esto pero, como uruguayos y como país, como 
parlamentarios y como parte de eso que se denomina la clase 
política -en este sentido comparto la opinión del señor Senador 
Heber, ya que coincidimos en que ella no existe- nos hacemos 
cargo de ello. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Apoyado. 


SEÑORA ARISMENDI.- Por otro lado, se planteó el proble- 
ma de la costosa administración e, inclusive, se manejó como 
un argumento, a mi juicio insostenible, pero respetable, achicar 
de cinco a tres miembros el Directorio. Entonces, creo que po- 
dríamos revisar todo eso y pensar cuánto pesa esa realidad, a 
fin de hincarle el diente. Sé que eso trae consigo diversos pro- 
blemas; hay menos cosas para repartir y más dificultades para 
ponerse de acuerdo en otros temas. No obstante, ese es el 
camino que nosotros proponemos; me refiero a analizar la ne- 
cesidad de adoptar medidas que den herramientas reales a 
ANTEL. A su vez, sugerimos el estudio de posibles emprendi- 
mientos que en el futuro tengan que ver con un desarrollo 
acorde con los desafíos de la época. No estamos de acuerdo 
con transitar por el camino de remendar lo que para nosotros 
no hay que remendar, sino derogar y, por ello, estamos transi- 
tando por un sendero muy sano que consiste en consultar a la 
ciudadanía para que se expida sobre este tema. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora Senadora 
Dalmás. 


SEÑORA DALMAS.-- Señor Presidente: en lo personal, no 
soy afecta a extensas exposiciones sobre ningún tema pero, 
como usted comprenderá al igual que el resto de los señores 
Senadores, por las características de este asunto, que me invo- 
lucra de una forma peculiar, quiero aprovechar la oportunidad 
para hacer algunas reflexiones. 


Pienso que si una virtud tiene la presentación de este pro- 
yecto de ley es que consiguió, por lo menos a este nivel y en 
este ámbito, iniciar un debate que hasta ahora, que yo recuer- 
de, desde el año 1993 a la fecha no se ha vuelto a retomar, ni se 
ha instalado en la sociedad y en el Parlamento. Por ello, hoy 
estamos debatiendo nuevamente sobre el tema de las teleco- 
municaciones en el Senado. 


Por mi parte, pertenezco a una generación llamada del 68, a 
la que le tocó atravesar e involucrarse muy prontamente en la 
vida política y social del país, así como vivir una cantidad inte- 
resante de eventos y hechos históricos, diría, muy ricos. Ca- 
sualmente, nos ha tocado algo similar en gran parte de nuestra 
vida laboral en la empresa de telecomunicaciones ANTEL, aun- 
que no desde la Dirección, pero sí desde cargos de responsabi- 
lidad en el sector de operación y de telecomunicaciones inter- 
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nacionales. Por supuesto que también nos involucramos en 
toda la gestión de la empresa a lo largo de esos años, que 
atravesó hitos importantísimos. En ese sentido, recordamos el 
comienzo de nuestro trabajo en el equipo electromecánico, cuan- 
do se contaba con unos pocos canales directos de radio a 
Nueva York, Asunción y Río de Janeiro y con algún canal de 
microondas, todo lo que se realizaba por vía de operadora y 
con el equipo de cordones, como saben los señores Senado- 
res. Todo eso evolucionó en forma muy rápida hacia la digitali- 
zación, la instalación de terminales digitales, el discado directo 
y todo lo que hemos visto en estos pocos años, que no es 
menor. Es decir que la introducción de toda esa tecnología y 
los avances de ANTEL hasta el año 1994 los pudimos vivir 
internamente, sintiéndonos no sé si con la camiseta de ANTEL 
puesta pero sí servidores públicos, como de alguna manera 
también lo somos hoy, aunque desde otro lugar y en otro con- 
texto. Estamos muy involucrados en la gestión interna, en la 
calidad de los servicios y en cómo mejorar y dar pasos conti- 
nuamente hacia delante, por entender que se trata de una em- 
presa de los uruguayos. 


Una de las cosas que, como ciudadana y trabajadora de 
ANTEL, me pregunté innumerables veces en este proceso, es 
por qué el país tiene una ausencia total de una política diseña- 
da de telecomunicaciones. Al respecto, hay innumerables evi- 
dencias, tal como personalmente las hemos vivido como ciuda- 
danos. Me refiero a una sucesión de decisiones y de incorpo- 
ración de tecnología que están como desprendidas unas de 
otras y que si bien nos han llevado hacia adelante, no han sido 
lo suficientemente coherentes hasta el día de hoy como para 
ubicarnos en un sitial aún mejor que el que tenemos. 


No me preocupa tanto por el pasado -cuando las transfor- 
maciones y el desarrollo de este sector de la economía era más 
cansino, más lento- sino a partir de ahora, por cuanto es un 
sector tremendamente dinámico y cuyo desarrollo es absoluta- 
mente vertiginoso. Quisiera precisar por qué digo esto. Cada 
vez que se discute el tema, como en el día de hoy, básicamente 
se habla de un punto: vender o no una parte o toda ANTEL. 
Insisto en que esa es la discusión básica que he presenciado y 
de la que he participado. A mi juicio, eso es absolutamente 
restringido e insuficiente. Voy a dar nada más que algunos 
pequeños ejemplos de por qué digo esto, en tanto creo que es 
el mayor déficit que tiene el país, más allá de la venta o no de 
las acciones de ANTEL. Ya que estamos en el tema de la telefo- 
nía celular, quiero recordar que a comienzos de la década del 90 
ANTEL concedió a una empresa privada la explotación del ser- 
vicio de telefonía celular, por considerar que era un servicio no 
esencial y suntuario. Aclaro que he leído la resolución del Di- 
rectorio de la época. Esa era la concepción que había en aquel 
entonces sobre el tema de la telefonía celular. Posteriormente, 
en 1993, luego del plebiscito de la Ley de Empresas Públicas, 
se llamó a licitación para adjudicar la segunda banda de telefo- 
nía celular, pero el llamado se declaró desierto y la situación 
quedó tal como estaba hasta que el Directorio de ANTEL deci- 
dió emprender la explotación de ese servicio de telefonía celu- 
lar. Adviertan los señores Senadores qué poco tiempo transcu- 
rrió entre una decisión y la otra. 
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Por otra parte, aquí se ha hablado -y también se decía en 
aquel momento- que es necesario entender que el mundo, y por 
lo tanto el Uruguay, se dirige rápidamente hacia la telefonía 
inalámbrica. Digamos que esta es una absoluta simplificación, 
porque puede implantarse algún tipo de telefonía inalámbrica 
-como ya se hicieron algunos ensayos, no sólo en materia celu- 
lar- que no funcione y que, por lo tanto, luego deba ser susti- 
tuida por cable, es decir, telefonía alámbrica. Creo que en esta 
discusión también habría mitos a derribar. A mediados de los 
90, ANTEL reclama para sí, monopólicamente, el servicio de 
acceso a Internet e, incluso en ese momento, tiene una fuerte 
disputa con Chasque y la Universidad de la República. Sin 
embargo, poco más adelante autoriza a trece empresas para 
prestar servicios de Internet con valor agregado. Advierto que 
no estoy haciendo un juicio de valor, es decir, diciendo si está 
bien o mal; simplemente, estoy marcando que se trata de deci- 
siones contradictorias en un corto lapso, lo que demuestra que 
no hay un rumbo discutido y marcado, esto es, una política 
nacional de telecomunicaciones. Obviamente, ello no pasa por 
una ley. Hay definiciones ciudadanas que indican claramente 
que todo esto debe ser discutido más ampliamente. Luego, el 
marco jurídico o las acciones ejecutivas serán los instrumentos 
que permitirán llevar adelante esa política. Me da la sensación 
de que lo único que hasta ahora hemos discutido -al menos en 
lo que he presenciado y he podido escuchar- es lo relativo a la 
venta o no de acciones de una parte o de toda ANTEL, como 
así también a asociaciones de diversa índole. Quiere decir, en- 
tonces, que como país deberíamos discutir si las telecomunica- 
ciones llevadas a cabo de determinada forma nos pueden per- 
mitir desarrollar tecnología nacional, cómo lograrlo, y qué can- 
tidad de nuevos puestos de trabajo -de los que tanto se habla- 
podrían generarse. No olvidemos que en Estados Unidos, en 
1996, un decreto del Gobierno desmonopolizó los servicios de 
telecomunicaciones. Hubo una enorme proliferación de empre- 
sas que ingresaron al mercado, pero rápidamente el 95% de 
ellas se fundió, porque habían olvidado un detalle: integrar al 
proyecto de inversión los costos operativos. Evidentemente, 
de esa manera no pudieron prosperar. Quién sabe cuántos pues- 
tos de trabajos florecieron y se derribaron. 


Debe quedar claro que no estoy dando una posición defini- 
tiva, sino simplemente señalando que lo que ha ocurrido hoy y 
en el presupuesto -con la consecuencia del recurso ya inicia- 
do- es producto de no haber comenzado por donde se debía, 
que es el diseño de una política para luego dotarla de los ins- 
trumentos legales necesarios. Demás está decir que debe tra- 
tarse de una política de Estado, ya que debe incluir a la mayoría 
de la sociedad y contar con un gran consenso. Esto no se 
implementa en dos, tres o cinco años, ni tampoco a través de 
una ley; es un proceso bastante más largo. 


Algunos señores Senadores podrán enojarse porque estoy 
hablando de estas cosas, pero creí necesario hacerlo luego de 
oír el debate. Con relación al tema central que motiva la discu- 
sión de este proyecto de ley que proviene de la Comisión, que 
es sobre ANCEL y la telefonía celular, quiero hacer algunas 
puntualizaciones. En la actualidad, el mercado de la telefonía 
celular en el mundo tiene una estructura predominantemente 
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oligopólica. Más allá de que este negocio está en competencia, 
en realidad queda en manos de la primera empresa que se larga 
al mercado y, luego, a lo sumo se reparte con otras dos. Asi- 
mismo, desde 1990 se mantiene una tendencia de elevadísimas 
tasas anuales de crecimiento. Esto se debe a que hay demanda 
insatisfecha, lo que en la telefonía fija tradicional prácticamente 
no existe. Asimismo, los costos de la telefonía celular son me- 
nores cuando se trata de ampliaciones en zonas no muy densa- 
mente pobladas. Tampoco es menor el hecho de que surge una 
cantidad de nuevos productos que usan telefonía móvil como 
soporte. Los costos aún son más caros que los de la telefonía 
fija -como bien señalaba el señor Senador Gallinal- pero están 
en franco decrecimiento. Esto es consecuencia de la implemen- 
tación de medidas concretas -tal como también se ha hecho en 
otros países- como, por ejemplo, el pago por parte de quien 
origina la llamada y no de quien la recibe, la modalidad de 
prepago a través de tarjetas, etcétera. En realidad, se dice que 
éstas todavía no han surtido todo su efecto, porque el cliente 
no tiene noción de las bonificaciones que recibe; sabe lo que le 
cuesta la tarjeta pero no toma en cuenta los beneficios que se 
le van otorgando, como ser más minutos, más cómputos por el 
mismo precio, etcétera. Eso hace que el efecto se retarde en 
cuanto a la demanda. 


Se ha dicho -lo he escuchado no en el Parlamento, pero sí 
se ha señalado en alguna página de opinión en la prensa- que 
la evolución de las tecnologías de telefonía celular harán que 
prontamente estemos en la tercera generación y, por lo tanto, 
ANTEL no tiene posibilidades de ingresar en esa nueva tecno- 
logía por no contar con las formas de inversión. La primera 
versión de la telefonía celular en el sistema analógico fue la G 1 
O la de primera generación, que sólo transmite voz; la segunda, 
que es la que estamos usufructuando hoy y que se pasó a una 
frecuencia mayor, permite mensajes cortos de texto en diversas 
áreas, por ejemplo, breves mensajes en el correo electrónico, el 
telefax, mensajes de Internet, mensajes de PC a través de ope- 
radora y también la transmisión de voz, lo cual de alguna mane- 
ra amplía más el servicio. El de tercera generación incorporaría 
nuevas prestaciones porque permite la transmisión de un pro- 
ducto multimedia, que puede incluir otras cosas. Pero esa im- 
plementación concreta que recién ha comenzado en los países 
desarrollados, seguramente no se va a instalar en el Uruguay 
en forma inmediata, porque va a haber que experimentarla y 
nada indica que ANTEL, por medio de su rentabilidad y de los 
créditos internacionales que tiene, pueda realizarla a través de 
ANCEL. 


Lo cierto es que hoy en el Uruguay tenemos el 100% de 
telefonía digital -algo que ya es conocido- es decir, una gran 
penetración de teléfonos digitales, que se ubica en el 12% 
-somos los segundos en América Latina después de Venezue- 
la, ya que Argentina y Brasil tienen menos celulares que noso- 
tros si tomamos como medida la proporción en cien habitantes- 
y también tenemos un servicio en competencia. 


Cuando digo que no diseñamos políticas públicas en mate- 
ria de telecomunicaciones es porque efectivamente nadie resol- 
vió desmonopolizar nada en su momento. Por la vía de los 
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hechos, primero se hizo una concesión a MOVICOM, después 
ANTEL asumió la segunda banda y posteriormente pudo asu- 
mir otra empresa, la tercera, pero nadie hasta ese momento re- 
solvió nada desde el punto de vista legislativo sobre la desmo- 
nopolización de ese servicio. Esa es una carencia de políticas. 
Estoy de acuerdo con que la telefonía celular no debe ser mo- 
nopólica -y si seguimos profundizando, capaz que ninguna debe 
serlo- pero lo que digo es que esto lo determinaron los hechos 
y decisiones aisladas, porque no se planteó en ninguna legisla- 
ción anterior. 


Entonces, en ese mercado oligopólico que tenemos hoy, de 
MOVICOM o Aviatar S.A. y ANCEL, en donde ésta, según las 
últimas mediciones, tiene un 60% de la plaza o a esta altura 
más, con una ganancia neta en ventas del 36,6%, en donde 
viene rápidamente cayendo la tarifa y el cargo fijo -hecho que 
puede continuar si se desarrollan las medidas adecuadas para 
que ocurra- que desde 1998 pasó de U$S 40 a U$S 23 y podría 
seguir en baja, se vislumbra un futuro con una proyección de 
enorme crecimiento. Esto es así si bien, como todo en el merca- 
do, hay un techo para el que se prevé una explotación de la 
telefonía celular de hasta tres empresas. Por supuesto, acepto 
gustosamente que en este tema tecnológico de las telecomuni- 
caciones puede haber grandes sorpresas, como lo fue en su 
momento el descubrimiento de la tecnología I P, la Internet 
Protocol. Mañana puede ocurrir algo similar y tan revoluciona- 
rio como eso y será lógicamente atendido por todos como tal. 


Conocida esta situación económica, tecnológica y de pers- 
pectivas de ANCEL, me voy a referir al proyecto concreto en 
cuestión. 


El artículo único del proyecto de ley sustitutivo que pre- 
senta la Comisión empieza dando por hecho la admisión de 
capitales privados o la venta de acciones en la prestación del 
servicio de telefonía celular terrestre de ANTEL, conforme a los 
artículos 612 y 613 de la Ley N* 17.296, de febrero de 2001. En 
estos artículos se autoriza a ANTEL a constituir una sociedad 
anónima por acciones cuyo objeto será la prestación del servi- 
cio de telefonía celular terrestre que actualmente se cubre por 
medio de ANCEL -y aquí viene lo realmente sustancial a mi 
juicio- cuyo patrimonio estará integrado por el activo afectado 
por ANTEL a dicho servicio, debidamente valuado. Luego ha- 
bilita a que podrá comercializar el 40% del paquete accionario. 
Nos parece que lo novedoso radica en que la venta de accio- 
nes requerirá autorización previa del Poder Legislativo por me- 
dio de una ley. Con esta propuesta se asume que es conve- 
niente crear la sociedad anónima nueva, no la ANCEL actual, 
con el patrimonio con el que hoy cuenta ésta. Por lo tan- 
to, estamos enajenando patrimonio de ANTEL, puesto que 
ANCEL es parte de esa empresa. Eso, a nuestro juicio -es lo 
que estamos enfatizando, no ya desde un punto de vista ideo- 
lógico o filosófico- es un pésimo negocio para el Uruguay, 
porque enajena todo o parte del patrimonio de ANCEL, inde- 
pendientemente de quién o de cómo se autoriza. No es el tipo 
de asociación con capitales públicos o privados que debería 
encararse por parte de una empresa pública, y menos aún de 
ANTEL, porque es exitosa, altamente rentable, uruguaya, nues- 


298-C.S. 


tra, tiene hoy el 60% del mercado, está compitiendo exitosa- 
mente y quiere seguir haciéndolo con todas las prestadoras de 
telefonía celular que se instalen en el país, para bien de los 
usuarios. Además, porque ANCEL debe seguir siendo -como 
lo es hasta ahora- parte y una unidad de negocios de la empre- 
sa de telecomunicaciones uruguaya. 


Estoy de acuerdo con que el Parlamento debe legislar, que 
tiene la obligación de hacerlo y que es bueno que así sea, 
sobre cada nuevo emprendimiento o asociación que encare una 
empresa pública, en especial, ANTEL; esa es la posición que 
hemos sustentado largamente y que es conocida por todos. 
Pero creemos que la autorización pasa absolutamente a un se- 
gundo plano y es por ello que no estamos de acuerdo con el 
proyecto de ley planteado inicialmente por el señor Senador 
Michelini y que luego tomó la Comisión. 


Pido excusas por retomar algunas consideraciones un poco 
más generales. Días pasados, un poco distraídamente y no de- 
masiado enfocados, atendimos la presentación que hizo el se- 
ñor Presidente de Costa Rica en la Asociación de Dirigentes de 
Marketing, quien llamó nuestra atención cuando se ocupó del 
tema telecomunicaciones. 


El mencionaba que en los años 80 se les imposibilitó la 
inversión en infraestructura en general y en telecomunicacio- 
nes en particular, por una crisis de carácter fiscal seria, y eso 
ocurrió en varios países de América Latina. Pero él decía con- 
cretamente que en telecomunicaciones ellos le presentaron al 
país la propuesta de una apertura del monopolio estatal de la 
electricidad, de las telecomunicaciones y de los seguros. Sin 
embargo, no obtuvieron éxito en su gestión política y Costa 
Rica tomó la decisión de mantener esas estructuras estatales. 
Respondieron buscando maneras de ser eficientes con esas 
empresas estatales para que los servicios y los costos de los 
mismos fueran los más favorables. Lograron la interconexión 
con cables de fibra óptica submarinos -al respecto, comento 
que el Uruguay ya tiene uno, que es el UNISUR- para la comu- 
nicación con los países desarrollados. Asimismo, están utili- 
zando la red de fibra óptica en la trama interna del país, comple- 
mentándola para la transmisión de datos. Ya se había desarro- 
llado en telefonía y se está transformando para transmisión de 
datos. La última milla de esta transmisión la están haciendo en 
cobre -véase que el cobre es alámbrico- en sistemas que permi- 
ten la separación de señales de voz y de datos en las centrales 
telefónicas, lo que les ha permitido bajar a un 40% de lo que era 
el costo de banda ancha de operación continua y un crecimien- 
to en conexiones de banda ancha, lo que les posibilitará para 
finales de este año y principios del que viene estar entre los 
países mejor interconectados en proporción a la población del 
mundo. 


Yo me pregunto qué otra cosa sino esto ocurrió en el Uru- 
guay a partir de 1992. En realidad, en el Uruguay se presentó la 
Ley de Empresas Públicas en el Parlamento en el año 1991, que 
disponía que ANTEL se transformara en una empresa mixta, 
aportando a ella su patrimonio. En ese sentido, se realizó un 
recurso de referéndum y el 13 de diciembre de 1992, el 72% de 
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los uruguayos habilitados para votar derogó esos artículos de 
la ley. ¿Qué quería decir la ciudadanía uruguaya con esa vota- 
ción? Quería decir que era necesario que ANTEL se transfor- 
mara, pero que no se debe ni se puede enajenar el patrimonio 
de ANTEL ni de ninguna otra empresa, ya que era lo que le 
daba en aquel entonces -y más aún en la actualidad- la solidez 
que pueden tener los recursos y las reservas del país. 


El señor Senador Atchugarry hablaba de la autorización que 
ya hoy tiene ANTEL para realizar emprendimientos con empre- 
sas privadas en el exterior -en aquel momento, cuando él inter- 
vino preguntaba por qué no extender este sistema al país- pero 
esas asociaciones con las empresas públicas o privadas en el 
exterior, que efectivamente ha realizado ANTEL, las ha efectua- 
do sin comprometer ninguna parte de su patrimonio y sin ven- 
der parte de sus acciones. Quiere decir que son emprendimien- 
tos conjuntos con esas empresas, en los que ANTEL aporta 
conocimiento tecnológico, “know how” en materia de amplia- 
ción de servicios de telecomunicaciones. Además, en esas aso- 
ciaciones no se pone en juego ninguna parte de su patrimonio. 
Con esas asociaciones sí estamos de acuerdo. 


SEÑOR KORZENIAK.- Mociono para que se prorrogue el 
tiempo de que dispone la oradora. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción presentada. 
(Se vota:) 
-18 en 19. Afirmativa. 


SEÑOR KORZENIAK.- ¿Me permite una interrupción, seño- 
ra Senadora? 


SEÑORA DALMAS.- Con mucho gusto. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Senador. 


SEÑOR KORZENIAK.- He formulado esta moción, en pri- 
mer lugar, porque me ha resultado muy interesante la exposi- 
ción de la señora Senadora Dalmás y, en segundo término, 
porque tengo la aspiración de que algunos señores Senadores 
que están realizando una reunión privada, la puedan escuchar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar la señora Senadora 
Dalmás. 


SEÑORA DALMAS.- Gracias, señor Presidente; ya me es- 
cucharán las futuras generaciones cuando lean la versión ta- 
quigráfica de esta sesión. 


SEÑOR ASTORL.- ¿Me permite una interrupción, señora Se- 
nadora? 


SEÑORA DALMAS.- Con mucho gusto. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Senador. 


SEÑOR ASTORI.- Deseo agregar a las características ya 
mencionadas por la señora Senadora Dalmás en torno a las 
asociaciones que ANTEL ha venido haciendo en el exterior, 
que se hicieron a la luz de su Carta Orgánica en su formulación 
original, esto es, sin estas modificaciones. O sea que la Carta 
Orgánica tal como fue concebida originalmente, en la vigencia 
que tenía antes de esta propuesta, permitió hacer ese tipo de 
emprendimientos a ANTEL. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar la señora Senadora 
Dalmás. 


SEÑORA DALMAS.- En esta línea de razonamiento sobre 
qué aconteció con ANTEL a partir del pronunciamiento popu- 
lar del año 1992, debo decir también que el Directorio de la 
época y los subsiguientes, así como todos los funcionarios de 
ANTEL, a partir de 1993 acataron el veredicto popular de la 
ciudadanía y continuaron trabajando, con lo que generaron un 
desarrollo importante y nuevo en el tema de las telecomunica- 
ciones. También debo aclarar que cuando el señor Senador 
Astori decía “a pesar de los Directorios y reconociendo que 
trabajaron acatando el veredicto ciudadano”, tengo innumera- 
bles pruebas o hechos que demuestran que no siempre los 
Directorios actuaron en dirección al futuro cristalino del desa- 
rrollo de telecomunicaciones en el Uruguay y en la gestión de 
la empresa. Como ustedes recordarán, en la Ley de Empresas 
Públicas había un artículo que se refería a la adjudicación de 
teléfonos a los usuarios, en forma directa por parte del Directo- 
rio, e impedía que los Directores adjudicaran en forma directa, 
por conocimiento directo, esas líneas telefónicas. Por supuesto 
que ese artículo no fue impugnado por el recurso de aquellos 
años y continuó vigente, pero ante mi sorpresa, siguió produ- 
ciéndose la adjudicación directa, pero ya no era individualmen- 
te; cada Director no era el que la realizaba, sino que traía a sus 
clientes y el colectivo del Directorio amablemente hacía las ad- 
judicaciones directas. Este para mí es un ejemplo de mala ges- 
tión, como también hay otros. Es decir que me imagino que 
además de discrepar sobre la forma de designación de los Di- 
rectores, también hay hechos concretos que demuestran que 
no siempre su gestión fue la mejor. Sin embargo, esto lo escu- 
chamos repetidas veces hasta en las campañas electorales por 
parte de quienes, por supuesto, no pertenecían al Encuentro 
Progresista. ANTEL cubrió toda la demanda insatisfecha de 
servicios -con creatividad, debo decir- no sólo en el Directorio 
presidido por la contadora Mederos, sino también en el siguien- 
te, disminuyendo en todo lo posible los gastos y los costos de 
inversión del Estado, apelando incluso a gestiones innovado- 
ras como fue el tema del “leasing” para obtener una ampliación 
de línea sin desembolso de costos por parte de la empresa. En 
poco tiempo, también a partir de 1992 -como dije antes- ANTEL 
se lanzó rápidamente y con muchísmo éxito al negocio de la 
telefonía celular, que ya en ese momento estaba siendo explo- 
tado por una empresa privada. Quiere decir que fue directamen- 
te a la competencia. Con todo ello, se logró que el país muy 
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rápidamente cubriera esta demanda insatisfecha, que alcanzara 
una penetración telefónica que nos coloca en segundo lugar 
en América Latina, que lograra una velocidad de transmisión 
de datos que es idéntica a la de Estados Unidos y otros pará- 
metros que hoy colocan a ANTEL en el sitial en que está. 


Quisiera hacer unas últimas reflexiones y conclusiones. En 
lo personal, y de acuerdo con la Bancada del Encuentro Pro- 
gresista, desearía -seguramente no voy a estar en esa instan- 
cia- votar negativamente el proyecto de ley, porque como ya 
lo he dicho, establece claramente la posibilidad de venta de 
ANCEL y su patrimonio reafirmando, a mi juicio, la vigencia del 
texto de los artículos 612 y 613, marco legal que hoy existe y 
que este proyecto reafirma. Esta posibilidad compromete el pa- 
trimonio nacional en un emprendimiento que no es necesario ni 
conveniente, en función de los intereses generales de los uru- 
guayos y de la empresa. 


No soy partidaria de legislar -me refiero a las expresiones 
del señor Senador Atchugarry cuando declaró que el Gobierno 
no tiene planes de vender ANCEL y ANTEL- en función de las 
intenciones declaradas por el Gobierno de turno. Creo que en 
este tema en particular, es necesario legislar en función de una 
política diseñada a nivel nacional y en dirección a objetivos 
muy concretos. De esa forma, sí me parece conveniente legis- 
lar. Por lo tanto, no es relevante -aunque no deja de congratu- 
larme- la declaración de que el Gobierno no cree conveniente, 
en este momento, vender acciones de ANCEL, a pesar de que 
está autorizado, por ley, a hacerlo. 


Además, no apoyo este proyecto de ley, porque separa a 
ANCEL y al negocio de la telefonía celular de la empresa de 
telecomunicaciones ANTEL, cuando la tendencia mundial es 
exactamente la contraria; no hay una sola empresa de teleco- 
municaciones en el mundo que se desprenda o separe de un 
rubro de negocios tan importante como es la telefonía celular. 


Tampoco creo que sea conveniente -por todo lo que expu- 
se en la primera parte de mi intervención- que todo quede como 
está. Esto es auténtico y lo avala el trabajo realizado en una 
Comisión que integré durante la Legislatura pasada, que gene- 
ró nuestro Encuentro Progresista-Frente Amplio para estudiar 
el tema de las telecomunicaciones y hacer propuestas, las que 
luego no fue posible hacer efectivas en el Parlamento por la 
forma de discusión y, fundamentalmente, por el tiempo que se 
le dedicó. Repito que no creo conveniente que quede todo 
como está; es por esa razón que, como ciudadana y como Le- 
gisladora, entiendo absolutamente imprescindible el pronuncia- 
miento de la ciudadanía, que se hará efectivo si se logra juntar 
la cantidad necesaria de firmas, para poder discutir, desde un 
punto de partida equitativo, cuál es la política de telecomunica- 
ciones que quiere el Uruguay y hacia dónde va en esa materia 
para después, consecuentemente, elaborar las leyes y el marco 
jurídico necesarios. 


Desearía profundamente que no se confunda la actitud de 
confrontación violenta o agraviante con la de pasión por un 
tema. Creo que la pasión en un tema político es esencial y eso 
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no trae necesariamente aparejado violencia, desconocimiento, 
ni descalificación de nada. Por eso es que, con sana pasión, 
voy a votar en contra este proyecto de ley, o voy a apoyar con 
todo mi corazón a mis compañeros que lo van a votar negativa- 
mente. Por mi parte, seguiré trabajando en la recolección de 
firmas, sin querer detener nada, simplemente intentando dero- 
gar algo que fue impuesto, legítimamente, por la votación de 
una Ley de Presupuesto -a nuestro juicio, insuficientemente 
discutida- para empezar a diseñar una política donde se inclu- 
ya, por lo menos, a la gran mayoría de los sectores de la socie- 
dad. 


Nada más. Muchas gracias. 
19) SE LEVANTA LA SESION 
SEÑORA ARISMENDI.- Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora Senadora. 


SEÑORA ARISMENDI.- Señor Presidente: iba a formular 
una moción de orden para que se levantara la sesión, pero ni 
siquiera tenemos el número suficiente de Senadores para votar- 
la. Por lo tanto, siendo las 19 y 30 horas y teniendo el uso de la 
palabra otro compañero de nuestro sector, al que nadie va a 
escuchar más que nosotros, nos vamos a retirar de Sala para 
que el señor Presidente, cómodamente, sin quórum, pueda le- 
vantar la sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Le comunico a la señora Senadora 
que ahora hay número para votar la moción. 
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SEÑORA ARISMENDLI.- Ya que entraron varios señores Sena- 
dores para votar, formulo moción para que se levante la sesión. 


Antes, quisiera decir que no se trata de un problema políti- 
co, sino personal y humano, y sería interesante que se corrigie- 
ra esta actitud para no generar otro tipo de debate ahora. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción formulada 
por la señora Senadora Arismendi. 


(Se vota:) 
-16 en 20. Afirmativa. 


El Senado pasa a cuarto intermedio hasta el día martes 21 a 
la hora 16. 


(Así se hace a la hora 19 y 31 minutos, presidiendo el señor 
Luis Hierro López y estando presentes los señores Senadores 
Arismendi, Astori, Atchugarry, Brause, Correa Freitas, Cháp- 
per, Dalmás, de Boismenu, Fau, Fernández Huidobro, Gallinal, 
Heber, Korzeniak, Larrañaga, Michelini, Mujica, Nin Novoa, 
Núñez, Riesgo y Rodríguez.) 
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